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PARTE PRIMERA 


Bosquejo histórico de la Codificación del Derecho 
Internacional en América 


No entraremos a indicar siquiera las diversas tenta- 
tivas de Codificación del Derecho Internacional que, desde 
el siglo XVIII, han llamado la atención de los publicistas, 
y posteriormente la de diversas Asociaciones Científicas. 

Los Gobiernos europeos, en cambio, se han preocu- 
pado tan sólo de Codificaciones parciales. Mención espe- 
cial debe hacerse de las dos Conferencias de la Paz de la 
Haya, en 1889 y 1907—en esta última estaban represen- 
tados casi todos los Estados del orbe—en las cuales se ha 
reglamentado principalmente lo relativo al Derecho de la 
Guerra Terrestre; y la Conferencia Naval de Londres de 
1908-1909, que Codificó lo relativo a la Guerra Marítima. 

Mención especial hay que hacer igualmente, desde el 
punto de vista científico de los trabajos del Instituto de 
Derecho Internacional que, por su autoridad, han facilita- 
do la labor de las Conferencias de La Haya, así como los 
trabajos de la Codificación en las materias por él estu- 
diadas. 

Muy diversa ha sido la actitud de los países de Amé- 
rica a este respecto. 


CONGRESO DE PANAMÁ DE 1826.—CONGRESO DE LIMA DE 
1877.—CONGRESO DE MONTEVIDEO DE 1889. 


Desde los comienzos de su vida independiente los 
Estados latinoamericanos han querido establecer entre 
sí una Confederación, —o Sociedad de Naciones, —que 
haga respetar su independencia y libertad de los ataques 
de países de otros continentes, y asegure el reinado de la 
paz en sus relaciones recíprocas. 

Y han comprendido, que una organización de tal 
género no puede ser completa y eficaz si no se determinan 
claramente los principios reguladores de sus relaciones 
mutuas, es decir, si no se procede a la Codificación del 
Derecho Internacional. 

Ya en el Congreso de Panamá, de 1826, quedó de 
manifiesto este convencimiento, al aprobarse el Artículo 
Adicional del «Tratado de Unión, Liga y Confederación 
Perpetua», suscrito el 15 de Julio, en el cual se dispone 
que: «Las Partes Contratantes desean ardientemente vivir 
en paz, con toda las naciones del universo, evitando todo 
motivo de disgusto que pueda dimanar del ejercicio de sus 
derechos legítimos, en paz y en guerra, han convenido y 
convienen igualmente en que luego que se obtenga la rati- 
_ ficación del presente Tratado, procederán a fijar, de co- 
mún acuerdo, todos aquellos puntos, reglas y principios 
que han de dirigir su conducta en uno y otro caso, a cuyo 
efecto invitarán de nuevo a las Potencias neutras y amigas 
para que, si lo creyeren conveniente, tomen una parte 
activa en semejante negociación, y concurran, por medio 
de sus Plenipotenciarios, a ajustar, concluir y firmar el 
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Tratado o Tratados, que se hagan con tan importante 
objeto». 

Después de esta fecha en diversas ocasiones, en 1831, 
1838 y 1840, México tomó la iniciativa para reunir un 
nuevo Congreso Americano con un objeto análogo al que 
se reunió en Panamá, debiendo tratarse también de la 
elaboración de un Código de Derecho Internacional Pú- 
blico, a fin de que las Repúblicas de la América Latina 
pudieran cumplir sus obligaciones internacionales con pleno 
conocimiento de causa. Estos proyectados Congresos nunca 
se realizaron. 

Los Estados latinoamericanos, reunidos en Congresos 
posteriores, (Lima 1847-1848, 1865 y Santiago de Chile 
1856) al mismo tiempo que suscribieron acuerdos de ca- 
rácter político, reglamentaron algunas materias que son del 
dominio del Derecho Internacional. 

La idea de la Codificación no quedó, sin embargo, 
abandonada. En época posterior, publicistas y hombres 
de Estado que se ocuparon de establecer la Unión o Con- 
federación de los pueblos hispanoamericanos, emitieron 
también la idea de codificar el Derecho Internacional, 
como condición indispensable para afianzar la existencia 
de dicha organización (1). 

En 1874, los redactores del diario peruano La Gaceta 
Judicial, después de haber oído el informe de una comisión, 
pidieron al Gobierno de su país que convocara a un Con- 
egreso de Plenipotenciarios de todos los Estados de América, 
para emprender la obra de uniformar, en cuanto fuese po- 
sible, su Legislación Civil. El Gobierno del Perú aceptó la 
insinuación y con fecha 11 de Diciembre de 1875 envió 


(1) Véase: «Colección de ensayos y documentos relativos a la Unión y Con- 
federación de los pueblos hispanoamericanos», publicada por la «Sociedad de la 
Unión Americana» de Santiago de Chile. (Santiago de Chile, 1862). Tomo 1.”, 
partes 11 y TIT. 
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una circular a los países americanos, incluso los Estados 
Unidos, invitándolos a nombrar Plenipotenciarios a un 
Congreso que se reuniría en Lima, o en el lugar que deter- 
minase la mayoría de éstos, a fin de «procurar la uniformi- 
dad de la Legislación Privada en cuanto lo permitan las cir- 
cunstancias especiales de cada país y fijar en los respec- 
tivos códigos, relativamente a los puntos en que esa uni- 
formidad no sea posible, las disposiciones conforme a las 
cuales deban resolverse los conflictos que 'ocurran en la 
aplicación de esas leyes». 

En la circular se indicaba, además, las materias que po- 
dían ser objeto del estudio del Congreso citado, y se agre- 
vgaba que el Gobierno del Perú veía en dicha obra «la base 
más sólida y fundamental en que puede apoyarse la Unión 
Americana» (1). 

El Gobierno de los Estados Unidos se excusó de con- 
currir, alegando que su Legislación Civil era distinta de 
la de los otros países de América y que, además, en con- 
formidad con su Constitución, es a cada Estado de la 
Unión a quien corresponde dictar su Legislación Civil. 

El Gobierno del Brasil se excusó, igualmente, de par- 
ticipar en el Congreso manifestando que éste debía ocu- 
parse sólo de la determinación de las reglas de Derecho 
Internacional Privado, destinadas a resolver los conflictos 
de legislación y que, por esta causa, dicho Congreso debía 
ser mundial y no americano. 

El Congreso inauguró sus sesiones el 9 de Diciembre 
de 1877. En conformidad a su programa debía ocuparse 
de preferencia en fijar las reglas para resolver los conflic- 
tos de Legislación y, en seguida, del estudio de los medios 
para uniformar la Legislación Civil de los diversos países 
americanos. En realidad sólo se ocupó del primer punto, 


(1) Véase: Aranda. «Congresos y Conferencias Internacionales en que ha to- 
mado parte el Perú». (Lima, 1999). Tomo 1.*, págs. 605-607. 
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llegándose a suscribir el 9 de Noviembre del siguiente año, 
al término de los trabajos, un «Tratado para establecer 
reglas uniformes en materia de Derecho Internacional Pri- 
vado» (1). 

En 1888, los Gobiernos de Argentina y Uruguay se 
dirigieron a los demás de América del Sur, invitándolos a 
un Congreso que se reuniría ese mismo año en Montevideo, 
con el fin de uniformar, por medio de un Tratado, las di- 
versas materias que abarca el Derecho Internacional Pri- 
vado. 

En la nota convocatoria, de 10 de Marzo de 1888, se 
decía que si bien las diferencias de Legislación Civil entre 
los diversos países «pueden disminuirse, no desaparecen, 
por más ilustrado que sea el esfuerzo que se intente para 
conseguirlo; pero es deber de los Gobiernos pugnar o rea- 
lizar en lo posible la unidad entre las diversas legislaciones 
que dan origen al conflicto, estableciendo en todo caso la 
Ley única internacional destinada a dirimirlo». 

Y después de afirmar que los países de Europa no 
han podido, ni es fácil que consigan ponerse de acuerdo, 
para establecer reglas uniformes destinadas a dirimir los 
conflictos de Legislación, agrega: «Ni la situación especial 
de los países americanos, ni su Legislación común, ni la 
naturaleza de sus relaciones recíprocas presentan obstácu- 
lo alguno para -su realización. Cualesquiera que sean las 
doctrinas que se acepten como soluciones, o le serán bené- 
ficas o perjudiciales en común, y los puntos principales de 
partida no podrán ser objeto de disidencia» (2). 

El Congreso inauguró sus sesiones el 25 de Agosto 
de 1888 y al clausurarlas el 18 de Febrero de 1889, se ha- 


(1) Véase el texto de este Tratado en Aranda. Op. cit. págs. 810 a 824, 

(2) «Actas de las sesiones del Congreso Sud-Americano de Derecho Interna- 
cional Privado» (Buenos Aires, 1894), págs. 11-12; y edición de Montevideo, 1889, 
págs. IX-XI. 
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bían suscrito los siguientes Tratados: * «Derecho Civil 
Internacional», «Derecho Comercial Internacional», «De- 
recho Penal Internacional», «Derecho Procesal», «Propie- 
dad Literaria y Artística», «Patentes de Invención», <Mar- 
cas de Comercio y de Fábrica», «Ejercicio de Profesiones 
Liberales» y un Protocolo Adicional. 

Los principios adoptados en estas Convenciones son 
los generalmente admitidos en Europa sobre las mismas 
materias, pero tomando también en cuenta las particula- 
ridades que derivan de las especiales condiciones del con- 
tinente americano. 

El objetivo del Congreso de Montevideo era única- 
mente elaborar reglas uniformes en materia de Derecho 
Internacional] Privado, y no el buscar la uniformidad de 
la Legislación Civil entre los diversos países de América, 
como lo pretendiera también el Congreso de Jurisconsultos 
reunido en Lima el año 1877. 

Si desde este Congreso de Lima se dejó de mano la 
idea de uniformar la Legislación Civil de los países del 
Nuevo Mundo, ella no fué abandonada, desde el punto de 
vista doctrinal, y al Segundo Congreso Científico Latino- 
Americano, reunido en Río Janeiro en 1905, presentamos 
un estudio sobre esta materia. 


¡ql 


LA CODIFICACIÓN EN LA SEGUNDA, TERCERA Y CUARTA 
CONFERENCIAS PANAMERICANAS 


Desde la segunda mitad del siglo pasado, todos los 
países de nuestro continente comenzaron a congregarse 
en Conferencias Panamericanas, a fin de vincular sus in- 
tereses y estudiar los problemas que les son comunes dadas 
sus particulares condiciones. 

Cuatro Conferencias se han Udo ya: Washington 
(1889), México (1901-1902), Río de Janeiro (1906) y Bue- 
nos Aires (1910). 

Se han estudiado en ellas buen número de materias 
relativas al Derecho Internacional, suscribiéndose Trata- 
dos y Convenciones y votándose Resoluciones y Reco- 
mendaciones. Más de una vez se ha declarado que el acuer- 
do se adopta como principio de «Derecho Internacional 
Americano». 

No entraremos ni aún a enumerar los diversos Tra- 
tados, Convenciones, Resoluciones y Recomendaciones sus- 
critas O votadas en dichas Conferencias; tampoco indica- 
remos las ratificaciones de que han sido objeto por parte 
de los diferentes Gobiernos. Un trabajo de esta índole ha 
sido ya publicado por la Unión Panamericana (1). 

Ni entraremos tampoco a indicar los principios jurí- 
dicos en que se inspiran los actos de estas Conferencias. 
Cabe, sin embargo, observar que las materias de carácter 
universal sobre las cuales un acuerdo mundial aún no es 


(1) Véase: «Quinta Conferencia Internacional Americana.—Manual especial 
para el uso de los Delegados.» (Washington, Diciembre de 1922), 
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posible, tales como Propiedad Literaria y Artística, Mar- 
cas de Comercio y de Fábrica, Extradición, etc., se han 
reglamentado en conformidad a los principios establecidos 
por los países europeos y a las prácticas más generalmente 
adoptadas por éstos, pero, tomando también en conside- 
ración las condiciones especiales de nuestro continente. 

Y las materias de carácter panamericano, han sido 
regladas en conformidad a las necesidades del Nuevo 
Mundo; esto permite apreciar a los países europeos hasta 
qué punto tenemos situaciones y problemas diferentes de 
los suyos. y 

Las Conferencias Panamericanas han prestado aten- 

ción preferente a la Codificación del Derecho Interna- 
cional. 
En la Segunda, (Méjico 1901-1902) el Delegado del 
Brasil presentó un proyecto según -el cual la Comisión 
Ejecutiva de la Oficina de las Repúblicas Americanas 
debía nombrar una Comisión de tres Jurisconsultos encar- 
gada de redactar un «Código de Derecho Público Inter- 
nacional» y un «Código de Derecho Internacional Pri- 
vado», destinados a regir las relaciones de los Estados de 
América. Estos códigos se imprimirían y someterían a la 
aprobación de los Gobiernos, pidiéndoles sus observaciones 
o críticas (1). 

Después de haberse discutido ampliamente este pro- 
yecto por la Comisión de Derecho Internacional, se suscri- 
bió el 27 de Enero de 1902 una Convención la cual esta- 
blece: - 

“ARTÍCULO 1.* El Secretario de Estado de los 
Estados Unidos de América y los Ministros de las 
Repúblicas signatarias, acreditados en Washington, 


(1) <Actas y Documentos de la Segunda Conferencia Panamericana». (Mé- 
xico, 1902). Págs. 122-123, 
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nombrarán una Comisión de cinco Jurisconsultos 
de América y dos europeos de reconocida reputación, 
que se encargarán de organizar, en el intervalo de 
la actual a la futura Conferencia, y a la mayor 
brevedad posible, un Código de Derecho Interna- 
cional Público y otro de Derecho Internacional 
Privado, que regirán las relaciones entre las Nacio- 
nes de América.» 

«ART. 2. Redactados dichos Códigos, la Co- 
misión los hará imprimir, y los someterá a la consi- 
deración de los Gobiernos de las Naciones Ameri- 
canas, para que propongan las observaciones que 
juzgen convenientes.» 

«ART. 3. Coordinadas sistemáticamente esas 
observaciones y revisados los Códigos, conforme a 
ellas, por la Comisión que los haya redactado, esos 
Códigos serán nuevamente sometidos a los Gobier- 
nos de las Repúblicas de América, para que los 
adopten los Estados que así lo tengan a bien, ya 
sea en la próxima Conferencia Internacional Ame- 
ricana 'o ya por medio de tratados celebrados di- 
rectamente. » 

«ART. 4.2 La Comisión encargada de la reda- 
cción de los Códigos funcionará en la capital euro- 
pea O americana que designe el Cuerpo Diplomático 
autorizado para nombrarla, conforme al aries 

Los gastos que ocasione esta Convención serán 
cubiertos por los Gobiernos signatarios, en la forma 
y proporción acordadas para la actual Oficina In- 
ternacional de las Repúblicas Americanas.» 

«ART. 5. Los Gobiernos que tengan a bien 
ratificar la presente Convención, lo comunicarán al 
Secretario de Estado de los Estados Unidos de 
América, antes de un año, contado desde la clau- 
sura de la Conferencia.» (1) 


(1) <Actas y Documentos de la Segunda Conferencia Panamericana». (México, 
1902). Págs. 711-713. 
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El número V del programa de la Tercera Conferencia 
Internacional Americana decía: 


«Codificación del Derecho Internacional Pú- 
blico y Privado.—Un Convenio que establezca la 
creación de una Comisión de Jurisconsultos que 
prepare, para someterlo a la siguiente Conferencia, 
un proyecto de Código de Derecho Internacional 
Público y Privado y que asimismo determine la 
manera de pagar los gastos que exija la obra; reco- 
mendando especialmente a la consideración de dicha 
Comisión de Jurisconsultos los Tratados celebrados 
en el Congreso de Montevideo en 1889 de Leyes 
Civiles, Comerciales, Criminales y Procesales» (1). 


Esta materia preocupó vivamente la atención de la 
Asamblea. Los Delegados de los Estados Unidos, de la 
Argentina, del Brasil, de Guatemala, de México, del Perú 
y del Uruguay expusieron sus ideas al respecto. Todos se 
manifestaron partidarios de la total o casi total Codifica- 
ción del Derecho Internacional, a excepción del Delegado 
del Brasil que en una extensa y bien fundada Exposición 
se mostró, partidario de la Codificación parcial y progre- 
siva 12 

La Convención suscrita en dicha Conferencia el 23 de 
Agosto de 1906, establece: 


P 


«Artícuto 1.? Una Junta Internacional de 


Jurisconsultos, que se compondrá de un Represen- 
tante por cada uno de los Estados signatarios, nom- 
brados por su respectivo Gobierno, se constituirá 
para tomar a su_cargo la preparación de un proyecto 
de Código de Derecho Internacional Privado y otro 
de Derecho Internacional Público, que reglen las 


(1) Véase: «Tercera Conferencia Internacional Americana», 1906.—Actas. 
Resoluciones, Documentos.» (Río Janeiro, 1907). Pájs. 6. 
(2) Op. cit., págs. 536 a 555, 
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relaciones entre las Naciones de América. Dos o 
más Gobiernos pueden nombrar de acuerdo un solo 
Representante, el cual en este caso tendrá un voto.» 

«ART. 2.2 Las comunicaciones de los nombra- 
mientos de la Junta serán dirigidas, por los Gobier- 
nos que se adhieran a la presente Convención, al 
de los Estados Unidos del Brasil, el que podrá dis- 
poner lo conveniente para que se verifique la pri- 
mera sesión. 

«Estos nombramientos serán comunicados al 
Gobierno de los Estados Unidos del Brasil antes 
del 1. de Abril de 1907.» 

«ArT. 3.2 La primera reunión de la Junta se 
realizará en la ciudad de Río Janeiro en el tras- 
curso del año 1907, y se considerará constituída 
cuando se hallen reunidos los representantes de 
doce, por lo menos, de los Estados signatarios. » 

«La misma Junta designará las fechas y luga- 
res de sus reuniones posteriores, siempre que el 
plazo de la última permita comunicar a los Gobier- 
nos alguno de los proyectos concluídos, o partes 
importantes de los mismos, un año, por lo menos 
antes de la fecha que se designare para la Cuarta 
Conferencia Internacional Americana». 

«ART. 4.9 Reunida la Junta, con objeto de or- 
ganizarse y distribuir el trabajo entre sus miembros, 
podrá dividirse en dos comisiones distintas que se 
ocupen la una de preparar el proyecto de Código 
de Derecho Internacional Privado, y la otra del 
Derecho Internacional Publico, debiendo en este 
caso proceder separadamente hasta la terminación 
de su mandato, o en la forma de la cláusula final 
del artículo 3.» 

«Una y otra Comisión pueden recabar de los 
Gobiernos la adscripción de peritos especiales para 
determinados estudios, en vista de la más pronta 
y eficaz terminación de sus proyectos, pudiendo 
fijar plazos razonables para su presentación». 

«ART. 5.9 Con el objeto de determinar las ma- 


) 


pa 
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terias que deben comprender los proyectos, la Ter- 
cera Conferencia Internacional Americana reco- 
mienda a las Comisiones que presten atención pre- 
ferente a los principios y puntos que hayan sido 
objeto de acuerdos uniformes en los Tratados y 
Convenciones, y en que exista conformidad entre 
las leyes nacionales de los Estados de América, y 
especialmente que tengan en cuenta los Tratados 
de Montevideo de 1889, los proyectos adoptados 
en la Segunda Conferencia Internacional celebrada 
en México en 1902, y los debates a que unos y otros 
dieron lugar, y demás cuestiones «que importen un 
progreso jurídico efectivo, o que tiendan a la elimi- 
nación de causas de desinteligencias o conflictos 
entre aquellos mismos Estados. » 

«ART. 6.” Los gastos que demande la prepa- 
ración de los proyectos, inclusive los de los estudios 
técnicos que se requiriesen, de acuerdo con el ar- 
tículo 4.”, serán abonados por todos los Estados 
signatarios en la misma proporción y forma esta- 
blecidas para el sostenimiento de la Oficina Inter- 
nacional de las Repúblicas Americanas de Wash- 
ington, con excepción de honorarios de los Miem- 
bros de la Junta, que serán pagados por cada Go- 
bierno a los que hubiese nombrado.» : 

«ART. 7.2 La Cuarta Conferencia Internacio- 
nal Americana hará constar en uno o más Tratados 
los principios sobre los cuales se obtuviere acuerdo, 
procurando su adopción y ratificación por las Na- 
ciones de América.» 

<«ArT. 8. Los Gobiernos que tengan a bien 
ratificar la presente Convención, lo harán saber al 
de los Estados Unidos del Brasil, a fin de que dicho 
Gobierno lo comunique a los demás por la vía di- 


plomática, haciendo este trámite las veces de 
canje» (1). i 


(1) Op. cit., págs. 637-639. 
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La Codificación del Derecho Internacional no estaba 
comprendida en el programa de la Cuarta Conferencia, 
pues todos estimaban que la Convención suscrita sobre 
esta materia en la Tercera Conferencia, debía recibir apli- 
cación. 

La Delegación de Chile se ocupó especialmente en el 
Informe que en conformidad al Núm. III del Programa 
debían presentar todas las Delegaciones. En él nuestra 
Delegación sostuvo que en la Codificación debía hacerse 
una distinción entre las materias de carácter o interés 
mundial y las de índole exclusivamente americana, a fin de 
dar a estas últimas una reglamentación adecuada. Y en 
conformidad con esta idea sometió a la deliberación de 
la Conferencia el siguiente Proyecto de Acuerdo: 

«La Cuarta Conferencia Internacional Americana re- 
suelve: Reiterar la Convención suscrita en la Tercera Con- 
ferencia de Río Janeiro relativa a la Codificación del De- 
recho Internacional por medio de una: Junta de Juriscon- 
sultos, estimando que en el desempeño de su cometido 
debe ajustarse dicha Junta a la siguientes bases: 

<a) Además de separar las materias conforme a la 
división general de Derecho Internacional Público y de 
Derecho Internacional Privado, seccione también su tra- 
bajo en materias de interés universal y de interés ameri- 
cano; 

«b) Las materias de interés americano formarán un 
proyecto que, después de sometido al conocimiento y 
examen de los Gobiernos, se presentará a la aprobación 
de la próxima Conferencia Panamericana, en conformidad 
al artículo 3.*, inciso 2.? y 7.? de la Convención de Río 
Janeiro; 

«c) Las materias de carácter universal formarán un 
proyecto separado que seguirá igual tramitación y que se 
presentará, en nombre de los Estados de América que lo 
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hubiesen aprobado, a la próxima Conferencia de La Haya.» 

Cuando fué discutido este proyecto en la Tercera 
Comisión de la Conferencia, casi todos se manifestaron de 
acuerdo en la existencia de problemas o situaciones de 
carácter americano, que era menester reglamentar, reco- 
nociendo, en consecuencia, la exactitud de la idea emitida 
por la Delegación de Chile, para dar en la Codificación lugar 
preferente a las cuestiones de esa índole. Se creyó, sin em- 
bargo, que no debía imponerse, por medio de una resolu- 
ción de la Conferencia, una pauta de trabajos a la Comi- 
sión de Río Janeiro, y se acordó que dicha proposición 
fuera sometida a la consideración de ésta. 


SEGUNDA PARTE 


Trabajos de la Junta de Jurisconsultos reunida en 
Río de Janeiro en 1912 


I 


REUNIÓN DE LA JUNTA.—LOS ACUERDOS 


El Gobierno del Brasil a fin de facilitar el trabajo de 
la Junta que debía de reunirse en Río de Janeiro para 
Codificar el Derecho Internacional hizo elaborar dos pro- 
yectos, cada uno por un eminente publicista: el de Dere- 
cho Internacional Público por el Dr. Epitacio Pessoa, y 
el de Derecho Internacional Privado por el Dr. Rodríguez 
Pereira. En seguida, con fecha 28 de Septiembre de 1911, 
envió una comunicación a su Embajador en Washington 
pidiéndole pusiera en conocimiento del Gobierno Ameri- 
cano que había hecho redactar los dos proyectos antes 
indicados, a fin de facilitar la Codificación. 

En la sesión celebrada el 27 de Diciembre de 1911 
por el Consejo Directivo de la Unión Panamericana, el 
Embajador del Brasil propuso que la Junta de Juriscon- 
sultos se reuniera en Río Janeiro el 26 de Junio de 1912 
y que la Convención de la Tercera Conferencia Interna- 
cional Americana relativa a la Codificación fuera modifi- 
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cada en el sentido de que cada Gobierno interesado pu- 
diera mandar a la Junta dos Delegados en vez de uno, 
pero con un solo voto por cada país representado. En el 
Protocolo firmado en Washington el 15 de Enero de 1912, 
por los representantes diplomáticos de las Repúblicas 
Americanas y Miembros del Consejo Directivo de la 
Unión Panamericana, se aprobaron las dos indicaciones 
del representante del Brasil. 

Al reunirse los Jurisconsultos americanos en Río de 
Janeiro en 1912, se encontraron en presencia de dos tra- 
bajos de diversa índole: los proyectos de Código sabia- 
mente elaborados por los Drs. Pessoa y Rodríguez Perei- 
ra, los cuales reglamentaban todas las materias del De- 
recho Internacional Público y del Derecho Internacio- 
nal Privado. 

El otro trabajo fué la obra que presentamos en cali- 
dad de Delegado de Chile,—y también de Costa Rica y el 
Ecuador—titulada «La Codification du Droit Internatio- 
nal». En ella decíamos que antes de proceder a la Codifi- 
cación del Derecho Internacional era menester emprender 
vastos y cuidadosos trabajos preliminares, en especial el 
de someter a severa crítica las bases fundamentales de 
este Derecho a fin de ponerlas en armonía con las nuevas 
exigencias de la vida moderna; que era además necesario 
adoptar una nueva y exacta noción de la Codificación, 
un método adecuado de trabajo y una buena técnica legis- 
lativa (1). 

La Junta de Jurisconsultos se inauguró solemnemente 
el 26 de Junio de 1912. 

En la primera sesión, el 28 de Junio, las Delegaciones 
de Chile y de la Argentina presentaron un Memorial, según 


(1) ALvAREz, La Codification du Droit International. (Paris, 1912). Primera 
parte y Segunda parte. Cap. V. 
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el cual antes de emprender el trabajo de Codificación 
debía de procederse a un cambio de ideas sobre el con- 
cepto que era menester formarse de ésta, la determinación 
de las materias que debían de constituirla y sobre el mé- 
todo de trabajo. Se expone en seguida, la importancia de 
cada uno de estos tópicos, en conformidad a las ideas ex- 
puestas en nuestra obra antes indicada (1). 

En la determinación de los temas que deben ser ob- 
jeto de la Codificación, dice el Memorial que la Junta podrá 
considerar la proposición que la Delegación de Chile for- 
muló en la Cuarta Conferencia Panamericana, para que 
en esta obra se dé la importancia debida a las materias 
que especial o más directamente interesan a los países de 
América. Y se agrega que, por lo que respecta al método 
de trabajo, éste ha de encaminarse a realizar una obra 
madurada, que sea el resultado de la cooperación colectiva 
de todos los Estados; sólo así la Codificación podrá contar 
con la autoridad y prestigio necesarios para imponerse al 
respeto y observación de todos. En conformidad con estas 
ideas las Delegaciones de Chile y de la Argentina propu- 
sieron a la Junta de Jurisconsultos el nombramiento 
de una Comisión de cinco miembros que recogiera las opi- 
niones de las diversas Delegaciones sobre los puntos antes 
indicados y demás que éstas tuvieren a bien señalar; los 
estudie e investigue si existe acuerdo entre ellas. 

El Delegado de los Estados Unidos, Mr. John Bassett 
Moore, apoyó las indicaciones de las Delegaciones de Chile 
y la Argentina, y la Asamblea las aceptó por unanimidad, 
procediendo al nombramiento de una Comisión de cinco 
miembros, que presentó su informe el 6 de Julio (2). 

La Comisión adjuntó al informe un «Proyecto de Re- 


(1) «Junta Internacional de Jurisconsultos. Actas, Resoluciones y Documentos. 


Primera reunión en Río de Janeiro.» (Río de Janeiro, 1914). Págs. 47-51. 
(2). Op, cit,, págs. SL-y:10s 
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lamento de la Junta Internacional de Jurisconsultos» y 
un <Proyecto de organización y método de trabajo de las 
Comisiones en que se divide la Junta de Jurisconsultos». 
Ambos fueron aprobados por la Asamblea. 

El art. 1.9 del «Proyecto de organización y método 
de trabajo» divide la Junta en seis Comisiones, que 
funcionarán: la primera en Washington, la segunda en 
Río de Janeiro, la tercera en Santiago de Chile, la cuarta 
en Buenos Aires, la quinta en Montevideo, la sexta en 
Lima; y que tendrán a su cargo: la primera lo relativo a la 
guerra marítima y derecho y deberes de los neutrales; 
la segunda, lo relacionado con la guerra terrestre, guerra 
civil y reclamaciones de extranjeros que se derivan de 
tales guerras; la tercera, las materias comprendidas en 
lo que se denomina estado de paz en el Derecho Interna- 
cional; la cuarta, la solución pacífica de los conflictos y 
organización de tribunales internacionales; la quinta, las 
siguientes materias de Derecho Internacional Privado: 
capacidad, condición de extranjeros, derecho de familia, 
sucesiones; y por fin la sexta, las materias de Derecho 
Internacional Privado no comprendidas en la enumeración 
precedente, incluso lo relativo al conflicto de leyes pe- 
nales. 

Los artículos 7, 8 y 9 del citado Proyecto establecen 
los elementos y antecedentes en que se inspirarán las Co- 
misiones para elaborar sus trabajos. Ellos preceptúan: 


«ART. 7.2 Para elaborar esos proyectos cada 
comisión pedirá a cada Gobierno, y con respecto 
a la materia asignada, un informe detallado sobre 
la legislación interna de su respectivo país, las reso- 
luciones judiciales y administrativas, convenciones, 
USOS, Casos internacionales ocurridos y soluciones 
a ellos dadas, y, en fin, la reglamentación que esos 
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Gobiernos estimen más adecuadas para los asuntos 
de que se trata.» 

«Esos informes, con excepción de los documen- 
tos Impresos, anexo o mencionados en ellos, se im- 
primirán en español, portugués, inglés y francés. 
Veinticinco ejemplares de cada informe se propor- 
cionarán a Cada Gobierno.>» 

«ART. 8. Las comisiones en vista de los do- 
cumentos indicados en el artículo precedente, pro- 
cederán a la preparación del proyecto o proyectos. 
Para esto tomarán en consideración también, los 
proyectos de Código de Derecho Internacional Pú- 
blico y de Derecho Internacional Privado redactados 
por los jurisconsultos brasileños señores Epitacio 
Pessoa y Lafayette Rodríguez Pereira, respectiva- 
mente. Dará asimismo atención preferente, como lo 
recomienda la convención de 1906, a los principios 
y puntos que hayan sido objeto de acuerdo unifor- 
mes en tratados o convenciones y en que exista 
conformidad entre las leyes nacionales de los Es- 
tados de América, y especialmente los tratados de 
Montevideo de 1889, las Convenciones subscriptas 
por las Conferencias Internacionales Americanas, 
los debates a que uno y otro dieron lugar, y demás 
materias que importen un progreso jurídico efec- 
tivo o que tiendan a la eliminación de desinteligen- 
cias o conflictos entre aquellos mismos estados.» 

«ART. 9.2 Los proyectos elaborados por cada 
comisión se imprimirán en español, portugués, in- 
elés y francés y se comunicarán a cada Gobierno. 
Lo mismo se hará con respecto a los puntos sobre 
los cuales la comisión no puede llegar a un acuerdo. 
Esos proyectos y las discrepancias se tratarán en 
la próxima reunión de la Junta. 

Cada comisión puede recabar de uno o más 
Gobiernos representados la adscripción de peritos 
para el estudio de materias especiales. » 


La Juntade Jurisconsultos, al mismo tiempo, nombró 
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en la reunión de Río de Janeiro, dos Comisiones, una en- 
cargada de preparar un Proyecto sobre Extradición y la 
otra sobre Ejecuciones de Sentencias Extranjeras. Después 
de elaborado este último se acordó enviarlo a la Sexta 
Comisión, que se reuniría en Lima (1). 


II 


CARACTERÍSTICAS DE LA CODIFICACIÓN DEL DERECHO IN- 
TERNACIONAL EN CONFORMIDAD A LOS ACUERDOS DE 
LA JUNTA. 


La primera reunión de Jurisconsultos, de apariencias 
modestas, ha tenido una importancia considerable y mar- 
cará una época en la historia del Derecho Internacional. 

Por la primera vez, en efecto, una Asamblea de Dele- 
gados de los Gobiernos de un Continente iba a emprender 
la Codificación del Derecho Internacional Público y Pri- 
vado. 

Al igual de las Conferencias Panamericanas, la Junta 
de Río de Janeiro ha reconocido que era posible y deseable 
emprender la Codificación, si ella era precedida de traba- 
jos preparatorios tan completos como fuera posible. 

Estimó igualmente que no debía de concebirse la 
Codificación como lo han hecho hasta ahora los publicis- 
tas, es decir, en la forma sistemática de un Código de De- 
recho Privado, sino que,—de conformidad con las ideas 


(1) Op. cit., págs. 145-147, 174-175. Véase mayores detalles sobre la reunión 
de la Junta de Río de Janeiro en ALVAREZ La Conferénce de Juristes de Rio de Ja- 
netro et la Codification du Droit International Américain, en la Revue Générale de 
Droit International Public. (París, 1913). T. XX, págs. 24-52 y tiraje aparte. 
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de las Delegaciones de Chile y Argentina, —dicho Código 
sería una reunión de Convenciones separadas. 

La Junta de Río ha decidido también, en conformidad 
a las ideas de las dos Delegaciones antes indicadas, que 
la Codificación debía ser gradual y progresiva. Las comisio- 
nes—o la Junta de Jurisconsultos según los casos—some- 
terían constantemente a los diversos Gobiernos de Amé- 
rica nuevos Proyectos de Convención o modificación de las 
existentes. De este modo la Asamblea de Juristas sería en 
América un verdadero Poder Legislativo Internacional, 
destinado a poner constantemente en armonía el Derecho 
Internacional con las necesidades de la vida moderna. 

El método de trabajo adoptado es el más simple y ló- 
gico: en vez de presentar un proyecto para someterlo 
después a la discusión de la Asamblea, como ocurre gene- 


- ralmente en las Conferencias Internacionales, se ha acor- 


dado proceder en forma inversa: Las Comisiones comien- 
zan por un cambio de ideas, se consultan los documentos 
y otros actos internacionales americanos y en seguida se 
redacta el proyecto para someterlo a la aprobación de la 
Junta y de los diversos Gobiernos. Este trabajo prepara- 
torio de investigación será más o menos amplio según la 
importancia de la materia y el conocimiento que se tenga 
de la opinión de los Gobiernos manifestada en documentos 
diplomáticos. 

Por lo que respecta a la técnica de la Codificación, es 
preciso tener en cuenta que no todas las materias están 
regidas por reglas jurídicas, pues muchas lo son unicamen- 
te por prácticas, por lo que se denomina la política de los 
Estados o por otros elementos; y además hay que tener 
presente que estamos en una época de transición del régi- 
men llamado individualista al de solidaridad. 

Como consecuencia, hay que evitar la reglamenta- 
ción de aquellas materias que no se prestan para esto, en 
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especial las políticas y las de carácter científico o teórico, 
las cuales codificadas serían únicamente causa de dificul- 
tades. | 

Cada materia, además, deberá reglamentarse de una 
manera más o menos completa según su naturaleza. Cuan- 
do ésta es variable, deben codificarse sólo los puntos fun- 
damentales, dejando el resto a la política o a la práctica 
de los Estados. 

La reglamentación debe estar siempre concebida en 
términos amplios, lo mismo que las leyes del derecho pú- 
blico interno, a fin de que pueda plegarse a las circunstan- 
cias y evolucionar con ellas. 

Por lo que respecta a los principios que deben guiar 
la reglamentación, hay que tomar por base los existentes, 
pero completándolos y mejorándolos según los progresos 
de la civilización y las aspiraciones de la conciencia uni- 
versal e inspirándose siempre en el gran principio de la 
solidaridad (1). 

La concepción de la codificación y el método de tra- 
bajo adoptados por la Asamblea de Río de Janeiro evitan 
todas las dificultades y eliminan las objeciones que siem- 
pre se han hecho a éstas, pues no entrabará el libre desarro- 
llo del Derecho Internacional y fijará y precisará sus re- 
glas sin inmovilizarlas. 

Conviene especialmente hacer notar que la Codi- 
ficación del Derecho Internacional en la forma que queda 
indicada es de una índole muy distinta a la del Derecho 
Privado; ni los principios, ni las ficciones de este Derecho, 
ni su método de interpretación, ni su técnica legislativa, 
deben aplicarse a aquél. 

Sin entrar en el desarrollo de tan importante materia, 


(1) ALvarzz, La Codification du Droit International, (París 1912). (2éme 
Partie, Chap. V). 
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es útil sin embargo, indicar la diferencia fundamentales 
que existen en la técnica legislativa del Derecho Privado y 
en la del Derecho Internacional. 
En la legislación interna, los países codifican las ma- 
terias que ellos estiman convenientes y en conformidad 
a su genio nacional. Nada de esto ocurre en la Ley de las 
- Naciones: sólo es posible la codificación de las materias 
en que los Estados están de acuerdo; y la reglamentación 
se hace en forma que consulte la voluntad colectiva y los 
intereses de todos, pero no en forma de un eclecticismo in- 
consistente, sino por una feliz transacción, una media sen- 
tentia, según la expresión consagrada en los trabajos de la 
Conferencia Naval de Londres de 1909. En la Confe- 
rencia de Comunicaciones y Tránsito de Barcelona de 
1920, apareció de manifiesto cómo pueden conciliarse todas 
las voluntades y opuestos intereses por una feliz transac- 
ción. Es, pues, un pésimo sistema el que desgraciadamente 
siguen muchos juristas al apreciar o criticar la Ley Inter- 
nacional con el mismo criterio que si se tratara de una 
Ley Nacional. 


TI 


PROBLEMAS QUE SUSCITA LA CODIFICACIÓN DEL DERECHO 
INTERNACIONAL AMERICANO 


En conformidad a los acuerdos de la Junta de Río de 
Janeiro, no sólo las materias de interés americano sino 
también las de índole mundial deben inspirarse en las 
doctrinas precedentes y prácticas de los Estados del Nue- 
vo Mundo, antes que en los elementos de igual carácter 
de origen europeo; pero éstos no deben en manera alguna 


30 ALEJANDRO ALVAREZ 


descuidarse. El «Proyecto de Organización y Método de 
Trabajo de las Comisiones» aprobado por la Junta de 
Jurisconsultos (Arts. 7, 8 y 9) no los ha incluído entre las 
fuentes de informaciones que deben guiar a las Comisio- 
nes; pero no porque haya querido ponerlos de lado, sino 
porque era inoficioso recomendarlo, ya que los Estados de 
América siguen en materias de interés mundial los princi- 
pios del Derecho Internacional en vigor. 

El Código que elabore la Junta de Jurisconsultos será 
un Código de Derecho Internacional Americano en un cuá- 
druple sentido: porque está llamado a regir solamente las 
relaciones de los Estados de América; porque proclamará 
los principios de nuestro Derecho Público Continental y 
reglamentará los problemas y situaciones internacionales 
que se presentan únicamente en nuestro Continente o que 
en él revisten un carácter sui-generis; porque uniformará 
en lo posible en nuestro hemisferio las doctrinas de la 
escuela anglosajona y continental o francesa o pondrá de 
manifiesto sus diferencias; y en fin, porque aún en las ma- 
terias de interés mundial, se inspirará de preferencia en 
las doctrinas, prácticas y precedentes de los Estados de 
América, que son más sencillas, más justas y más liberales 
que las actualmente en vigor, debido a la ausencia de 
tradición, antagonismo de intereses y otros elementos que 
han ejercido grande influencia en la determinación de estos 
últimos. En más de una ocasión los principios americanos 
son diferentes y aun contrarios a los profesados en el Viejo 
Mundo. 

En nuestro Continente hay dos grupos de países 
cada uno de los cuales sigue una Escuela diversa de Dere- 
cho Internacional: los Estados Unidos, que pertenecen a la 
Escuela anglosajona, y los países de la América latina que 
siguen la Escuela continental o francesa. 

En las materias que pertenecen al Derecho Público del 
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Continente, y en las de carácter americano, los dos grupos, 
sin acuerdo expreso entre ellos, profesan los mismos prin- 
cipios. Es el Panamericanismo Internacional. 

Pero en materias que no tienen aquel carácter es más 
difícil que se produzca el advenimiento, y los puntos en 
que él exista, constituirán la Escuela Panamericana de De- 
recho Internacional. Los puntos en que el acuerdo no se 
realiza, deben ponerse de manifiesto en la obra de la Codi- 
ficación. 

Dos problemas muy importantes pueden presentar tam- 
bién con la Codificación del Derecho Internacional en Amé- 
rica: en materia de interés mundial los Estados de este 
Continente pueden estar regidos por principios diversos de 
los que rigen a los Estados de Europa, y en las relaciones 
jurídicas entre estos dos grupos de países pueden entrar en 
conflicto esos principios, sin saberse cuáles deben de pre- 
valecer. 

A fin de evitar esta anomalía, sería conveniente que 
las materias de interés universal reglamentadas por los 
Estados de América fueran discutidas en reuniones mun- 
diales para ponerse de acuerdo en reglas comunes, o que se 
dejará constancia de las divergencias que existen entre las 
doctrinas americanas y las del resto del orbe. En este caso, 
esos principios divergentes recibirán su aplicación en cada 
continente: los americanos en el Nuevo Mundo y los eu- 
ropeos en el antiguo. Esta solución es no sólo lógica sino 
conforme con la naturaleza de las reglas internacionales, 
pues si los Estados de América adoptan en materias de 
interés mundial una reglamentación diversa a la actual- 
mente en vigor por el Derecho Internacional, estos prin- 
cipios pierden ya su carácter universal y no deben obligar 
a aquellos países sino únicamente a los que no los han 
repudiado. Si una costumbre generalmente practicada 
puede ser derogada, con mayor razón la declaración ex- 
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presa de todo un Continente puede quitarle el carácter de 
regla universal para dejarla convertida en regla continen- 
tal o particular (1). 

La reglamentación de materias de índole americana, 
deben regir únicamente a los Estados de nuestro Conti- 
nente, ya que sólo ellos la han acordado. 

La Codificación del Derecho Internacional Americano 
está, pues, llamada a ejercer una enorme influencia en el 
futuro desarrollo del Derecho Internacional: modificará 
muchas de las reglas y prácticas hoy generalmente en vi- 
gor, formulará nuevas doctrinas y principios, y pondrá en 
evidencia, en forma tangible, la existencia de doctrinas y 
problemas especiales a nuestro Continente. 


(1) Véase el desarrollo de estas ideas, en ALVAREZ. La Conférence des Juristes 
de Río de Janeiro et la Codification du Droit International Américain en la Revue 
Générale de Droit International Public. T. XX, año 1913, págs. 50-52. 


TERCERA PARTE 


Trabajos de la Tercera Comisión de la Junta de Ju- 
risconsultos. 


[ 


TRABAJOS DE LA PRIMERA, SEGUNDA, QUINTA Y SEXTA 
COMISIÓN 


De las Seis Comisiones en que se dividió la Junta de 
Jurisconsultos han hecho trabajos preparatorios y elabo- 
rado proyectos la Segunda, Tercera, Quinta y Sexta Co- 
misión. 


* Antes de empezar sus trabajos la Primera Comisión, 
creyó conveniente dirigirse a los funcionarios diplomáticos 
de los Estados Unidos, acreditados ante los diversos Go- 
biernos de América, a fin de que a la brevedad posible 
reunieran y transmitieran al Departamento de Estado 
todas las leyes y reglamentos del país en el cual ejercían 
“sus funciones, así como las decisiones de las autoridades 
judiciales y administrativas en lo concerniente a la gue- 
rra marítima y a los derechos y deberes de los neutrales. 


El 29 de Julio de 1912, se reunió la Segunda Comisión 
en Río de Janeiro, y resolvió que en vez de pedir a los di- 
3 
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versos Gobiernos de América los antecedentes y documen- 
tos a que se refieren los artículos 6, 7 y 8 del Proyecto de 
Organización de las Comisiones, redactara ella previa- 
mente un Proyecto sobre las materias a ella encomendadas 
y someterlo después a la aprobación de los Gobiernos. 
De este modo dice el acta de inauguración «en vez de 
asuntos indeterminados, que obligarían a largas explica- 
ciones y a esclarecimientos de orden general, más o me- 
nos vagos, cada Estado deberá examinar solamente puntos 
limitados, precisos, por decirlo así, concretos, sobre los - 
cuales le será más fácil enviar las informaciones pedidas 
así como las opiniones de los respectivos Gobiernos». 

De acuerdo con estas ideas el Presidente de la Comi- 
sión Dr. Pessoa, presentó un Ante-Proyecto que comprende 
los artículos 22.a 26, 386 a 530 y 114.2. 720 deliProvebta 
de Código de Derecho Internacional Público que el mis- 
mo elaboró, por encargo del Gobierno del Brasil, para la 
Junta de Jurisconsultos. 

Los miembros de la Comisión aceptaron dicho Ante- 
Proyecto por unanimidad, y el Presidente de ella declaró 
que lo enviaría al Ministro de Relaciones del Brasil, a fin 
de que fuera traducido y enviado a los diversos obio 
nos americanos. 


La Quinta Comisión celebró varias reuniones en Mon- 
tevideo. En el curso de los trabajos se suscitó una gran 
divergencia de opiniones entre el Delegado del Brasil Dr. 
Oliveira y el del Uruguay Dr. Varela, afirmando el pri- 
mero el principio americano del domicilio y el segundo el 
principio europeo de la nacionalidad. 

La tercera sesión que celebró dicha Comisión da cuenta 
de esta divergencia en los siguientes términos: «A los 
Tratados de Montevideo de 1888 mantenidos por el Dr. 


EL DERECHO INTERNACIONAL EN AMÉRICA 35 


Varela, ha opuesto el Dr. Oliveira los acuerdos adoptados 
por los Congresos de La Haya en materia de Derecho In- 
ternacional Privado. Las convenciones de La Haya consul- 
tan los intereses de Europa, pero no responden a los de 
América; y la Junta Internacional de Jurisconsultos ha 
sido convocada para favorecer las relaciones entre las Re- 
públicas de este continente, a iniciativa del Gobierno del 
Brasil. La misión de esta magna Asamblea no tiene por 
objeto pronunciarse por tal o cual doctrina jurídica que 
debaten los profesores de derecho así en el Viejo como en 
el Nuevo Mundo, sino adoptar normas de derecho que se 
inspiren en las conveniencias mutuas de las naciones ame- 
ricanas. Por eso el Presidente de la Comisión abriga la 
convicción de que los jurisconsultos brasileños serán los 
primeros en facilitar la labor y el éxito de la Junta, avi- 
niéndose con los otros países sobre fórmulas transaccio- 
nales en la redacción final de los Códigos que manda ella 
preparar por medio de las Comisiones constituídas al 
efecto...... Hace uso de la palabra el señor Delegado del 
Brasil, Dr. don Cándido de Oliveira y manifiesta que es- 
pera y formula votos para que en la próxima Junta Gene- 
ral de Jurisconsultos Americanos que debe reunirse en 
Río de Janeiro se llegue a una fórmula que satisfaga todas 
las tendencias». 


La Sexta Comisión celebró su sesión inaugural en Kio 
de Janeiro el 16 de Julio y el 19 acordó el plan de mate- 
rias que sería objeto de sus trabajos. 

El Presidente de esta Comisión, Dr. don Alberto El- 
more, preparó después, un interesante Proyecto de Código 
de Derecho Internacional Privado que sometió al estu- 
dio de dicha Comisión. El delegado de Chile, Dr. Carlos 
Castro Ruiz, redactó también, un erudito proyecto sobre 
la misma materia. 
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TI 
INSTALACIÓN DE LA TERCERA COMISIÓN 


Lo que nos corresponde exponer con más amplitud, 
son los trabajos de la Tercera Comisión que se reunió 
en Santiago de Chile y que nos honró con el cargo de Po- 
nente (Relator). 

El 15 de Julio de 1912, antes de clausurar sus sesiones 
la Junta de Jurisconsultos Americanos, se reunieron en Río 
de Janeiro los Miembros de la Tercera Comisión, iniciando 
esta primera sesión por un cambio de ideas sobre algunos 
puntos de vista fundamentales relativos a la Codificación 
del Derecho Internacional y demás tópicos indicados en el 
Memorial presentado por las Delegaciones de Chile y de 
Argentina a la primera sesión ordinaria de la Junta de Ju- 
risconsultos. Fué unánime la opinión de que la Codifica- 
ción debe ser gradual y progresiva. Se entró en seguida a 
determinar las materias que la Comisión creía suceptibles de 
codificación eligiéndose principalmente aquellas que tienen 
especial interés para el Continente Americano y en que 
más vivamente se hace sentir la necesidad de una regla- 
mentación. Una distinción se imponía, según que aquellas 
hubieran sido o no tratadas en las Conferencias Paname- 
ricanas, porque en las nó consideradas en dichas Confe- 
rencias es más necesario tener datos e informaciones de 
los respectivos países (1). 

Se tomaron además los siguientes acuerdos: 


(1) Véase «Junta Internacional de Jurisconsultos.—Actas, Resoluciones y Do- 
cumentos.» (Río de Janeiro 1914). Pág. 148. 
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«1. Designar como Rapporteur de la Comisión 
al señor Alejandro Alvarez, Delegado de Chile; 

«2. El Presidente de la Comisión se dirigirá 
a los Gobiernos de América solicitando que, sin 
perjuicio de los informes que en conformidad al 
reglamento aprobado por la Junta de Jurisconsul- 
tos, deben remitir a cada una de las secciones en 
que ésta se divide, se sirvan enviar a la brevedad 
al Raporteur y si es posible en doble ejemplar, las 
informaciones relativas a las materias elegidas por 
la Tercera Comisión»; 

«3.2 Recogidos los informes que los Gobiernos 
envíen y los que directamente obtenga y las indi- 
caciones que Cada uno de los miembros de la Co- 
misión crea deber hacerle, el Rapporieur preparará 
el proyecto de Codificación que corresponde a la 
Tercera Comisión para someterlo al estudio de sus 
miembros en la próxima reunión. 

Esta tendrá lugar en el Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores de Chile en el mes de Febrero del 
año próximo» (1). 


III 
ACTAS DE LOS TRABAJOS DE LA TERCERA COMISIÓN 


La Tercera Comisión se reunió en Santiago de 
Chile del 28 de Febrero al 18 de Marzo. De sus trabajos 
dan cuenta las dos actas que reproducimos a continuación: 


«El 28 de Febrero de 1913 se reunieron en Viña del 
Mar, en una de las salas del Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores, los señores Norberto Quirno Costa y Alejandro 


(1) Op. cit. págs. 149-150. 
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Alvarez, miembros de la Tercera Comisión de la Junta de 
Jurisconsultos Americanos en representación de la Repú- 
blica Argentina y Chile, respectivamente, y el Excelentí- 
simo Ministro del Ecuador señor Delfín Treviño que reem- 
plaza como representante de su país en la misma Comisión 
al señor Matías Alonso Criado, según comunicación que 
existe en Secretaría. 

El otro miembro de la Comisión, el señor Sanginés, 
representante de Bolivia, manifestó oportunamente que 
no podría concurrir a estas reuniones por quehaceres inhe- 
rentes a su cargo de Enviado Extraordinario y Ministro 
Plenipotenciario de su país en el Brasil, y por encontrarse 
enfermo. j 

Se dió lectura al acta de la primera reunión celebrada 
por la Comisión en Río Janeiro, el 15 de Julio de 1912. 
En vista del acuerdo que consta de dicha acta, relativo 
al programa de sus trabajos, la Comisión acordó ocuparse 
preferentemente de las siguientes materias: 

Declaraciones Generales; 

Agentes Diplomáticos; 

Agentes Consulares; 

Derechos y Deberes de los Estados en territorios liti- 
giosos no delimitados; 

Canje de publicaciones; e 

Intercambio de profesores y alumnos. 

Se tomó conocimiento del oficio del Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Chile que comunica el nombra- 
miento de don Alberto Cruchaga para el cargo de Secre- 
tario de la Comisión. 

Se acordó comunicar a los Gobiernos representados 
en esta Comisión, por intermedio de sus respectivos Dele- 
gados, la instalación de la Comisión y la iniciación de sus 
trabajos. Igual comunicación se hará por el señor Presi- 
dente de la Comisión al Presidente de la Junta de Juris- 
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consultos Americanos, Doctor Epitacio Pessoa.—Se ex- 
tiende y firma, por cuadruplicado la presente acta. 
(Firmados): NORBERTO QUIRNO COSTA. 
ALEJANDRO ALVAREZ. 
DeLFÍN TREVIÑO. 


Alberto Cruchaga, Secretario. 


«El 11 de Marzo de 1913 se reunieron en Santiago, 
en el Ministerio de Relaciones Exteriores, los señores Quir- 
no Costa, Treviño y Alvarez, Delegados de la República 
Argentina, el Ecuador y Chile, respectivamente, y el Se- 
cretario de la Comisión. 

Se leyó y aprobó el acta de la primera sesión cele- 
brada por la Comisión. 

Desde el 28 de Febrero, fecha de dicha acta, hasta 
el presente, la Comisión ha celebrado varias reuniones en 
Viña del Mar y en Santiago, a fin de ocuparse de los tra- 
bajos preparatorios de Codificación del Derecho Interna- 
cional en la parte relativa al Estado de paz. 

Se tomaron en consideración los trabajos presentados 
por el Rapporteur señor Alvarez, y después de varias indi- 
caciones y observaciones formuladas por los señores Quirno 
Costa y Treviño, se redactó un ante-proyecto que com- 
prende las siguientes materias: 

Declaraciones Generales; 

Agentes Diplomáticos; 

Cónsules; 

Derechos y deberes de los Estados limítrofes en terri- 
torios litigiosos no delimitados; 

Canje de publicaciones; e 

Intercambio de profesores y alumnos. 

Los miembros de la Comisión están de acuerdo en 
que este ante-proyecto no tiene en manera alguna el ca- 
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rácter de definitivo, y lo declaran susceptible de todas las 
modificaciones que se estimen convenientes. 

Se acordó, asimismo, estudiar nuevas materias y reu- 
nirse en Río de Janeiro el año próximo, en la fecha que fije 
el señor Presidente, pocos días antes de que se celebre la 
reunión de la Junta de Jurisconsultos, con el objeto de 
elaborar el proyecto definitivo que, en cumplimiento de 
su cometido, presentará la Tercera Comisión a la referida 
Junta. 

Se acordó que «el delegado de Chile señor Alvarez, 
Rapporteur de la Comisión, redacte el informe en que se 
establezcan los fundamentos de las resoluciones adoptadas, 
a fin de que sea presentado a la consideración de la Asam- 
blea de Río de Janeiro. 

Se resolvió comunicar la clausura de las sesiones de 
la Tercera Comisión al señor Ministro de Relaciones Ex- 
teriores de Chile y al Presidente de la Junta'de Jurisconsul- 
tos Americanos, doctor Epitacio Pessoa. Igual comunica- 
ción se hará por cada delegado a su respectivo Gobierno. 

Se firmaron las actas y ante-proyectos en cuatro ejem- 
plares, uno para cada Delegado y el otro para el archivo 
de la Secretaría. 

(Firmados): NORBERTO QUIRNO COSTA. 

ALEJANDRO ALVAREZ. 
DELFÍN TREVIÑO. 


Alberto Cruchaga, Secretario. 


La Tercera Comisión tuvo, pues, un número limitado 
de sesiones y los proyectos que elaboró fueron de carácter 
provisorio, para ser considerado nuevamente por ella antes 
de la segunda reunión de la Junta en Río de Janeiro. 

La gran guerra interrumpió todo el trabajo de Codi- 
ficación; y la Tercera Comisión está hoy casi disuelta por 
muerte de uno de sus miembros y ausencia de los otros. 
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En mi carácter de Ponente de la Tercera Comisión de 
Jurisconsultos he vacilado si debía o no publicar los Pro- 
yectos por ésta elaborados en su Primera sesión, pues 
como queda dicho, ellos tenían un carácter provisorio. 

Por eso, al publicarlos creo, casi inútil justificar el fun- 
damento de ellos y me limitaré a hacer algunas obser- 
vaciones. 

El Proyecto sobre «Declaraciones Generales», el más 
provisorio de todos, estaba destinado a fijar los grandes 
principios del Derecho y de la Política Internacional Ame- 
ricana, y trazar por consiguiente las ideas fundamentales 
dentro de las cuales debía encuadrarse todo el trabajo de 
la Codificación. 

El Proyecto relativo a los «Agentes Diplomáticos y 
Consulares» tiende a reglamentar esta importante mate- 
ria en conformidad con las nuevas exigencias de la vida 
internacional. Hoy día al lado de los Agentes Diplomá- 
ticos propiamente tales hay otros funcionarios que tienen 
o deben tener también carácter diplomático, pero su situa- 
ción no se encuentra bien determinada ni por la doctrina 
ni por la práctica. 

En dicho Proyecto debe notarse igualmente la supre- 
sión de los Embajadores una vez que los actuales hayan 
terminado en el ejercicio de sus funciones. La Comisión 
ha estimado que esta categoría de Agentes Diplomáticos 
no encuadran con la democracia internacional americana 
y corresponde a ideas y prácticas que hoy día no tienen 
razón de ser. 

El Proyecto sobre «Derechos y Deberes de los Esta- 
dos limítrofes en territorios litigiosos no delimitados» 
tiende a reglamentar esta materia que tiene especial in- 
terés en nuestro Continente 

Las ideas están tomadas del Proyecto de «Código de 
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Direito Internacional Público» del Dr, Pessoa y de un 
artículo que publiqué en la «Revue Générale de Droit In- 
ternational Publique». (Tomo X, 1913, págs. 651-690 y tira- 
je aparte), valiéndome de numerosos precedentes diplomáti- 
cos ahí citados y completándolos con lo que creía que la 
justicia aconsejaba en esta materia. Este artículo ha sido 
citado en varias obras científicas y en algunas cuestiones 
de límites sometidas a arbitraje, especialmente entre Gua- 
temala y Honduras y entre Colombia y Venezuela. 

Los otros dos Proyectos elaborados por la Comisión: 
«Canje de Publicaciones» e «Intercambio de Profesores 
y Alumnos» no tienen la complejidad de los anteriores, 
y la materia ha sido reglada tomando en cuenta los diver- 
sos.acuerdos suscritos entre los Estados de América y las re- 
soluciones adoptadas en las Conferencias Panamericanas. 


CUARTA PARTE 


La Codificación del Derecho Internacional después 
de la Gran Guerra 


I 


TRABAJOS DEL INSTITUTO AMERICANO D” DERECHO INTER- 
NACIONAL Y DE OTRAS ASOCIACIONES CIENTÍFICAS 


Con la gran guerra se abren nuevos rumbos a la vida 
internacional; si inmediatamente después de terminada 
había quienes creían que las modificaciones no serían con- 
siderables, hoy nadie duda que es necesario proceder a la 
Reconstrucción de la vida de las Naciones y del Derecho 
que las rige. 

El momento es oportuno: la historia nos enseña que 
después de grandes convulsiones, es posible llevar rápi- 
damente a cabo reformas que en tiempo normal hubie- 
ran requerido siglos para establecerse, siempre que ellas 
correspondan a verdaderas necesidades sociales. 

La obra de Reconstrucción debe emprenderse basán- 
dose en elementos esencialmente positivos, para evitar 
utopías: la experiencia de la historia, en especial la del úl- 
timo siglo; las lecciones que se derivan de la gran guerra 
y las aspiraciones de la opinión pública. 
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No hace al caso indicar aquí cuales son esas leccio- 
nes y aspiraciones. Ni hace al caso tampoco indicar los 
falsos puntos de partida, defectos y omisiones que existen 
en el Derecho Internacional y que deben subsanarse en la 
obra su Reconstitución. Estas materias las hemos estu- 
diado con alguna detención en trabajos y en Ponencias 
que hemos presentado a los grandes centros científicos: al 
Instituto Americano de Derecho Internacional, a la Unión 
Jurídica Internacional y al Instituto mundial de Dere- 
cho Internacional (1). 

Al firmarse el Tratado de Versalles se creó también 
la Sociedad de Naciones. No nos corresponde apreciar los 
beneficios que el mundo ha recibido, ni los defectos de 
que ella adolece. Diremos sí que ni esta organización ni 
otra análoga producirán sus frutos si no se procede tam- 
bién a la Reconstitución y a la Codificación ante dicha, 
siendo necesario para lo primero un estudio crítico de 
las bases y puntos de partida del Derecho Internacional, 
tenidas hasta ahora como inamovibles, poniendo, después 
sus disposiciones en armonía con el nuevo orden social 
que se ha creado. 


(1) Desde 1912, época en que se reunieron por primera vez en Río de Janeiro 
los Jurisconsultos Americanos para Codificar el Derecho Internacional, nos hemos 
consagrado al estudio del problema de Reconstrucción de este Derecho y de su 
Codificación. Los trabajos que hemos publicado desde entonces, se encadenan y 
se completan. Ellos son, sin tomar en cuenta manuscritos y artículos de Revistas, 
los siguientes: La Codification du Droit International (Paris, 1912); La Grande 
Guerre Européenne et le Droit International, que es la primera parte de la obra La 
Grande Guerre Européenne et la Neutralité du Chili, (París, 1915); Le Droit Inter- 
national de L'Aventr, (Washington, 1916); el Exposé des Motifs cue acompaña a 
los proyectos presentados a la Sesión del Instituto Americano en la Haba- 
na, y que se encuentran en la Acte Final de la Session de la Havane (1917); La 
Futura Sociedad de las Naciones, Ponencia (Rapport) en Instituto Americano de 
Derecho Internacional. Actas, Memorias y Proyectos de la Segunda Sesión de la 
Habana. (Nueva York, 1918); Projet d'une Déclaration des Droits et Devoirs des 
Etats ei des Nations y Plan de la Codification du Droit International, Ponencia 
(Rapport) en Unión Juridique Internationale. Séances et Travaux. T. II. No- 
viembre, 1919, (París, 1920). Págs. 84-114 y 178-179. 
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El Continente Americano, cuya unidad moral no se 
ha quebrantado durante la gran guerra, y que en el pasa- 
do siglo fué un esforzado paladín en arbitrar los mejores 
medios para asegurar la paz entre los Estados, debe ahora 
tomar francamente la iniciativa para que se proceda a 
este trabajo de Reconstrucción primero y de Codificación 
en seguida del Derecho de las Naciones. 

Al Instituto Americano de Derecho Internacional cabe 
el honor de haber sido el primero en iniciar dichos tra- 
bajos. 

Al efecto, en las dos sesiones que ha celebrado, en 
Washington en 1915 y en la Habana en 1917, ha votado 
Declaraciones y Resoluciones y tiene en estudio proyectos 
sobre esta materia. 

En la primera sesión, votó una «Declaración de los 
Derechos y Deberes de las Naciones» redactada por su 
Presidente, Mr. James Brown Scott; y las diferentes So- 
ciedades Nacionales de Derecho Internacional a él afilia- 
das, hicieron proposiciones muy interesantes y dignas de 
ser tomadas en consideración (1). 

En la segunda sesión, el Instituto votó unas <«KReco- 
mendaciones de la Habana» redactadas también por su 
Presidente. | 

El Secretario General sometió en esa misma sesión a 
la consideración de las diversas Sociedades Nacionales los 
siguientes proyectos que él ha redactado: 

a) Sobre «Bases Fundamentales del Derecho Inter- 
nacional»; 


(1) Véase: Institut Américain de Droit International. Procés-Verbaux de la 
Premitre Session tenue a Washington. (Washington, D. C., 1916). Págs. 52-70, 
Cf. ALVAREZ. Le Droit International de L'Avenir. (Washington, 1916). Traducción 
española de la «Biblioteca de Ciencias Políticas y Sociales», por Alfonso Reyes 
y R. Blanco Fombona. (Madrid). 
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b) Sobre «Derechos Fundamentales del Continente 
Americano»; 

c) Sobre «Reglamentación de la Neutralidad en caso 
de Guerra Marítima», y 

d) Sobre «Creación de una Unión Continental o Con- 
sejo de Conciliación». 

El Presidente del Instituto sometió igualmente al es- 
tudio de estas Sociedades unas: «Bases relativas a la orga- 
nización de un Tribunal de Justicia Arbitral». 

Desde 1917 el Instituto no ha celebrado sesión. La 
próxima tendrá lugar en Montevideo y en ella se discu- 
tirán los proyectos pendientes. 


Después de la gran guerra se han efectuado en Euro- 
pa trabajos importantes sobre la Codificación del Derecho 
Internacional. 

En 1919, bajo la Presidencia de M. Larnaude, Decano 
de la Facultad de Derecho de París y con el concurso de 
eminentes hombres de Estado y publicistas de países que 
forman parte de la Sociedad de Naciones, se fundó la 
«Unión Juridique Internationale». 

A las sesiones celebradas por esta Institución se han 
presentado trabajos relativos a la materia que nos ocupa, 
en especial un <Plan de Codification du Droit Internatio- 
nal» y un «Projet d'une Déclaration des Droits et Devoirs 
des Etats et des Nations», de los cuales hemos tenido el 
honor de ser Ponentes («Rapporteur») (1). 


En un orden análogo de ideas, cabe indicar también 
la creación, en París, en 1920, de un «Institut des Hautes 
Etudes Internationales» bajo el patronato de la Unión 


(1) Véase <L'Union Juridique Internationale. Séances et Travaux». T. 114288 
Sesión, 1919. (Paris, 1920). Págs. 84-114, 178-179. 
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Jurídica International, la Academia de Ciencias Mora- 
les y Políticas (del Instituto de Francia) y la Universidad 
de París. 

Esta escuela o establecimiento de enseñanza está des- 
tinado a profundizar el estudio del Derecho Internacional 
y especialmente contribuir a su reconstrucción (1). 


11 


TRABAJOS QUE EL RELATOR DE LA TERCERA COMISIÓN 
SOMETE A LA ASAMBLEA DE JURISTAS 


Los trabajos que desde los comienzos de la gran guerra 
he sometido a Instituciones Científicas y relativo a la Re- 
constitución del Derecho Internacional, deseo ahora pre- 
sentarlos, como complementos de los elaborados por la 
Tercera Comisión, ya que ésta es, por las materias confia- 
das a su examen, la que debe preocuparse principalmente 
de dicha Reconstrucción. Estos trabajos los hubiera so- 
metido al estudio de la Comisión si ésta hubiera celebrado 
nuevas reuniones, y probablemente los hubiera aceptado, 
al menos en sus líneas generales. 

Permitásenos indicar la naturaleza y alcance de los 
estudios y Proyectos a que me acabo de referir. 


(1) Véase L'Ecole Internationale de Droit International en la Revue Générale 
de Droit International Public. Segunda serie, t. 11, págs. 145 y siguientes; Du- 
PuIs L'Ecole International de Droit International en la Revue des Sciences Politi- 
ques, 1920, t. XLIII, págs. 653 y siguientes; ALVAREZ Le nouveau Droit des Gens 
et le Projet d'une Ecole Internationale de Droit International en la Revue de Drotl 
International et de Législation comparée, 3.* serie, t. I, págs. 153 y siguientes. 
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HH 


PROYECTO SOBRE «BASES FUNDAMENTALES DEL DERECHO 
INTERNACIONAL» 


Las diversas Sociedades Nacionales afiliadas al Ins- 
tituto, manifestaron el deseo de tener, para la mejor orien- 
tación de sus labores, un examen de conjunto sobre lo que 
podía ser la futura Sociedad de las Naciones y el Derecho 
del porvenir. El Instituto Americano de Derecho Inter- 
nacional, en sesión del 8 de Enero de 1916, me encargó 
en el carácter de Secretario General, que hiciera un es- 
tudio sobre la materia. 

En cumplimiento de esta comisión presenté en 1916 
a dichas Sociedades la obra titulado «Le Droit Interna- 
tional de l'Avenir». Y a la sesión de La Habana en 1917 
sometí varios Proyectos, en especial uno sobre «Bases 
fundamentales del Derecho Internacional», y otro sobre 
“Derechos fundamentales del Continente Americano». 
Ambos trabajos estaban destinados, a modificar y en lo 
posible a completar el Proyecto de la Tercera Comisión 
de la Junta de Jurisconsultos sobre «Declaraciones Ge- 
nerales». 

El primero de ellos da definiciones y reglamenta ma- 
terias que a primera vista tienen carácter sólo científico o 
doctrinario y, por tanto, no debieran ser objeto de codifi- 
cación. En realidad no es así. 

Uno de los grandes defectos del Derecho Internacional 
es que no hay uniformidad de miras en sus puntos más 
fundamentales, y hay también vacíos que no han sido aún 
subsanados, originándose confusión y anarquía que lo des- 
prestigian. 


A 
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Por otra parte el gran cataclismo social que ha afligi- 
do a la humanidad va a acelerar el nuevo regimen de soli- 
daridad o cooperación que comenzaba abrirse paso desde 
fines del siglo XIX. Se impone, pues, la necesidad de orien- 
tar francamente en este sentido todas las reglas y elemen- 
tos que rigen las relaciones internacionales, y aún adop- 
tar una nueva concepción, una nueva filosofía del dere- 
cho en general, que ponga en evidencia esta nueva faz del 
derecho a carácter social (1). Es imposible crear nada só- 
lido en las relaciones internacionales si en la conciencia u 
opinión pública no está arraigada la idea de que existe 
una comunidad de naciones y que en ella los intereses par- 
ticulares de los estados deben estar subordinados al inte- 
rés general o continental. El futuro Derecho Internacio- 
nal debe ser verdaderamente democrático, es decir, inspi- 
rarse en las nociones de deber social, solidaridad e interés 
general y que son de origen esencialmente americano. 


El artículo 1.”, establece que las reglas jurídicas, 
«deben inspirarse en la noción del deber internacional, 
en la solidaridad y en el interés general, bases necesarias 
para que las relaciones entre los estados sean pacíficas y 
equitativas». Y el artículo 19 preceptúa que el desarrollo 
e interpretación de dichas reglas debe hacerse siem- 
pre en el sentido de la solidaridad y de la utilidad 
general. 

El Proyecto extiende, además, el campo del Derecho 
Internacional a un doble punto de vista: se incluyen en él 
todas las materias de carácter internacional (artículos 2, 


Cn 


(1) Esta materia la hemos tratado con alguna extensión en un trabajo que, 
con el título «New Conception and New Bases for Legal Philosophy» publiqué en 
la Revista «The Illinois Law Revue», Octubre-Noviembre de 1918. (Vol. XIII, 
págs. 167-182) Cf. «De la necesidad de una nueva concepción del Derecho», en 
los «Anales de la Universidad de Chile», Tomo CXLVI (1920), págs. a 
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de este Proyecto y, 7, 8, 9 y 10 del Proyecto sobre «De- 
rechos Fundamentales del Continente Americano.») y tam- 
bién los elementos que rigen las relaciones entre estados— 
y no sólo las reglas jurídicas, como hasta ahora se ha 
hecho— pero sin hacer confusión entre ellos. La tendencia 
constante en el siglo XIX, ha sido que predominen las re- 
glas jurídicas en las relaciones internacionales, a fin de 
evitar la arbitrariedad. Se ha reconocido, sin embargo, que 
tal desideratum es imposible de alcanzar, pues hay muchas 
relaciones—las de carácter político—que, por su naturaleza 
compleja y variable, no admiten una reglamentación es- 
tablecida de antemano, sino sólo cuando el caso se pre- 
sente. Este procedimiento no tendrá inconvenientes siem- 
pre que la solución que se dé no sea abusiva y capricho- 
sa, sino inspirada en la justicia, inseparable del interés 
común. 

Por lo que respecta a las reglas jurídicas, no es necesa- 
rio que todas sean universales, como se cree generalmente. 
La universalidad es indispensable en materias fundamenta- 
les o de capital importancia, como las fuentes de donde de- 
rivan las reglas jurídicas; los medios de interpretación en 
caso de obscuridad de la ley, o de desarrollo, en los casos 
no previstos por ella; el lugar que ocupa el Derecho Inter- 
nacional con respecto a la legislación nacional; los dere- 
chos fundamentales de los estados y los derechos o 
facultades que, a su vez, derivan de estos derechos 
fundamentales, etc. La solidaridad de las naciones así 
lo exige. . 

Para conseguir la unidad de miras en materias fun- 
damentales entre la escuela anglosajona y la continental, 
he hecho un estudio cuidadoso de sus doctrinas y ten- 
dencias, así como de las ideas manifestadas en las con- 
ferencias universales y después he redactado las disposi- 
ciones relativas al lugar que ocupa el Derecho Interna- 
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cional con respecto a la legislación nacional (artículos 
3 y 4); a las fuentes de las reglas jurídicas (artículos 6 
a 9); al desarrollo e interpretación de las mismas (artícu- 
los 14 a 20). 

En lo relativo a las fuentes de las reglas jurídicas es 
donde ha sido más difícil encontrar un terreno de concilia- 
ción, pues la escuela anglosajona quiere seguir de preferen- 
cla .sus precedentes judiciales. La transacción que sugie- 
ro consiste en establecer que las reglas de carácter uni- 
versal y continental, deriven del consentimiento expreso 
de los estados y de la costumbre (artículo 6), y que 
las denominadas de escuela, así como las de carácter na- 
cional, que por su naturaleza misma tienen un alcance 
limitado, deriven de la fuente que cada país o cada es- 
cuela establezca sobre el particular (artículo 8). 

El artículo 9 establece que en las materias de carácter 
fundamental, las resoluciones de una mayoría considerable 


de países obliga a una pequeña minoría. Si actualmente 


las reglas consuetudinarias tienen este carácter, puesto 
que basta que sean generalmente reconocidas para que obli- 
guen a todos (artículo 7, inciso 2 de la Convención de La 
Haya de 1907 para el establecimiento de un Tribunal In- 
ternacional de Presas; Preámbulo de la «Convención con- 
cerniente a las leyes y costumbres de la guerra terrestre», 
de la misma Conferencia de La Haya y «Disposiciones pre- 
liminares de la Declaración de Londres» de 1909), con ma- 
yor razón debe mantenerse esa norma con respecto a las 
materias fundamentales. 

En las demás materias, la universalidad no es indis- 
pensable, pero muy conveniente. A ella debe tenderse, y 
es fácil obtenerla, cuando los intereses de los Estados son 
por su naturaleza armónicos, como ocurre en los servi- 
cios administrativos internacionales, o en las que sufren 
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la influencia de ciertos factores de carácter universal, 
v. gr., las leyes y usos de la guerra, etc. 

Pero, en otros casos, es muy difícil obtener esa uni- 
versalidad, porque los intereses, educación jurídica, situa- 
ción geográfica y otras circunstancias de que dependen 
muchas veces las reglas, son diversas; la solidaridad no 
tiene aquí aplicación. En esos casos, en vez de buscarse, 
como ahora se hace en las Conferencias internacionales la 
universalidad a outrance, o permitir a los estados que ha- 
gan reservas a ciertos artículos de la convención, o no fir- 
mar convención alguna por falta de acuerdo universal, lo 
que conviene es que los grupos de países que participan de 
las mismas ideas o tengan intereses comunes, se unan para 
firmar convenciones. Habrá así tantas convenciones par- 
ciales como diferencias irreductibles de opiniones se ma- 
nifiesten (artículos 5 y II del mismo Proyecto). Este pro- 
cedimiento tiene la ventaja de evitar a los estados que ce- 
lebren, como ahora lo hacen, esa cantidad de tratados par- 
ticulares para reglar asuntos en que no hay leyes univer- 
sales ni acuerdo unánime, y les permite también conocer 
claramente en qué materias no hay uniformidad de ideas, 
para reglar sus relaciones según esas divergencias. 

En suma, nada significa que las leyes internacionales 
no sean todas universales; lo importante es que aparezca 
con claridad cuáles son las que no tienen este carácter y, 
en tal caso, cuáles son las diversas doctrinas que existen 
al respecto. Es digno de notarse, sin embargo, que no se 
ha buscado jamás la uniformidad y universalidad en ma- 
terias fundamentales, donde radican las principales dife- 
rencias entre la escuela anglosajona y la continental. En 
cambio, se ha buscado la uniformidad y universalidad a 
outrance, especialmente en las Conferencias de La Haya y 
en la Naval de Londres, en materias que no tienen esa 
importancia capital, lo que ha sido causa de no pocos tras- 
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tornos y de que no hayan sido ratificadas las resolucio- 
nes de esta última. 

Cabe observar a este respecto que en muchas mate- 
rias, aun fundamentales, existen reglas de carácter sólo 
continental, especialmente americanas, que tienen una im- 
portancia enorme en el Derecho Internacional. 

Hasta ahora ellas habían sido evidenciadas en tra- 
bajos científicos y en las Conferencias Panamericanas (1), 
pero no en las de carácter mundial. 

Hoy día dos de estos actos las han reconocido formal- 
mente: el Pacto de la Sociedad de Naciones que en su 
artículo 21 se refiere a los acuerdos de carácter regional y 
en especial a la Doctrina Monroe o Derecho Público Ame- 
ricano (2); y la «Conferencia de Comunicaciones y de 
Tránsito» que tuvo lugar en Barcelona en 1920. 

Las Convenciones suscritas en esta Conferencia pre- 
sentan características muy importantes que marcan nue- 
vos rumbos al Derecho Internacional. En dichas Con- 
venciones se consignan solamente los grandes principios, 
dejando lo demás a reglas o acuerdos de carácter conti- 
nental o regional, o a convenios ¿nter-partes. Esas Conven- 
ciones permiten asimismo excepciones a las reglas que ella 
establece, en conformidad a la situación geográfica o con- 
diciones económicas de ciertas regiones, especialmente 
asiáticas (3). 


(1) ALvarez «Le Droit International Américain», (París 1910). Para la bi- 
bliografía, véase Fauchille «Traité de Droit International Public», (París 1922), 
N.* 44, 

(2) Debemos mencionar igualmente algunos Proyectos de reforma del Pacto 
de Sociedad de Naciones, en especial la del Dr. Benes, de la Delegación Che- 
coeslovaca al art. 21, y el de Lord Robert Cecil relativo a la garantía recíproca 
de los Estados contra futuras agresiones. 

(3) ALvarez «La Conférence de Barcelone sur le Transit et le Nouveau 
Droit International» en «Séances et travaux de 1'Academie des Sciences Morales 
et Politiques» (Julio-Agosto 1921, págs. 130-152). Cf. «L'oeuvre de Barcelone 
Exposée par quelques uns de ses auteurs» (París 1922), págs. 44-49, 
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El proyectu en estudio resuelve también ciertos puntos 
de gran importancia, en que hasta ahora no ha habido so- 
lución uniforme, o si se ha dado, se reconoce que es anticua- 
da. Estos son: alcance de las reglas de carácter continental 
(artículo 10); si en las conferencias internacionales las 
resoluciones de la mayoría pueden obligar a la minoría 
(artículos 9 y 11); si puede hacerse reservas a las conven- 
ciones que se suscriban en dichas Conferencias (artículo 
11); valor de las convenciones suscritas en conferencia 
internacionales, que no han sido ratificadas (artículo 14); 
lo relativo a la abrogación de las reglas jurídicas (artícu- 
los 12 y 13); y en fin, precisar en que consisten los ele- 
mentos que las Conferencias de La Haya han reconocido 
que deben emplearse para desarrollar el Derecho en ca- 
sos no previstos, a saber, los principios generales del De- 
recho, las reglas de justicia y la equidad (artículos 16, 
17 y 18). En las soluciones dadas, se ha tratado invaria- 
blemente de conciliar el principio de libertad y soberanía 
de los estados con el de solidaridad e interés general. 

En el proyecto ya citado se trata también de subsa- 
nar los otros defectos y omisiones graves de que adolece 
el Derecho Internacional (artículos 13, 20 y 21). 


IV 


PROYECTO SOBRE DERECHOS FUNDAMENTALES DEL CONTI- 
NENTE AMERICANO 


El segundo Proyecto que hemos presentado al Ins- 
tituto Americano de Derecho Internacional versa sobre 
los «Derechos Fundamentales del Continente americano» 
y tiene por objeto poner de manifiesto y proclamar el 
“Derecho Público Internacional Americano». 

Mucho se ha hablado y escrito sobre este Derecho 


0 
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Público, que se denomina también «Doctrina de Monroe»; 
el artículo 21 del Pacto de la Sociedad de las Naciones se 
vale de esta expresión como sinónima de aquél; pero hasta 
ahora no se han indicado claramente cuáles son los prin- 
cipios que constituyen este Derecho. 

Para redactar el Proyecto he tenido en cuenta los 
principales documentos diplomáticos que existen sobre 
esta materia, ya en Conferencias Internacionales Ameri- 
canas, ya en negociaciones, declaraciones de hombres de 
Estado y publicistas de nuestro Continente. 

De este estudio he inducido la existencia de cinco 
principios fundamentales destinados a garantir la indepen- 
dencia y libertad de los Estados del Nuevo Mundo: los tres 
principios originarios de la Doctrina llamada de Monroe 
y dos amplificaciones (artículos 3, 4, 3 y 6 del Proyecto). 

Se afirma asimismo en dicho proyecto el derecho 
de los Estados del Nuevo Mundo para establecer de común 
acuerdo las bases fundamentales en que debe descansar 
la sociedad internacional americana, así como los princi- 
pios por los cuales deben resolverse las cuestiones de ca- 
rácter especialmente americano (artículos 1 y 2. Véase: 
artículo II, núm. 2 de los Estatutos del Instituto Ameri- 
cano de Derecho Internacional). 

Se consigna asimismo en el Proyecto una decla- 
ración sobre los «Derechos Internacionales del individuo 
y de las Asociaciones Internacionales», así como dispo- 
siciones relativas a la Nacionalidad, tomadas de las Cons- 
tituciones de los países latinoamericanos y de la doctrina 
que invariablemente han sustentado en sus negociaciones 
diplomáticas y en las Conferencias Panamericanas age 

Proclamado el jus soli como principio americano, es 


(1) En los Proyectos presentados al Instituto Americano de Derecho Inter- 
nacional en 1917, estas Declaraciones formaban parte del Proyecto sobre «Bases 
Fundamentales del Derecho Internacional». Pero ahora estimo más conveniente 
insertarlas aquí. 
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probable que los estados europeos se inclinen ante él y 
se eviten, en consecuencia, diferendos con los países 
del Nuevo Mundo ya que aquellos pretenden, que los 
hijos de sus nacionales, tienen la nacionalidad de éstos, 
aunque hayan nacido en el territorio de algunos de los 
Estados de nuestro Continente. (Véase artículo XV del 
Programa de la Quinta Conferencia Panamericana). 

Es probable que algunos de los principios formulados 
no estén de acuerdo con las disposiciones constituciona- 
les de alguno de los países de América y estos se nieguen 
a aceptarlos por tal motivo. Esta circunstancia, empero, 
no debe ser un óbice para su proclamación, que es benéfica 
para todo el Continente; el Estado que se encuentre 
en esa situación deberá decidirse o a reformar su Cons- 
titución o a abstenerse de subscribir la Declaración. 

Los artículos 8 y 9 del Proyecto tienden a determinar 
los derechos de los extranjeros en el territorio de los 
Estados americanos, y en consecuencia, a evitar las recla- 
maciones diplomáticas por tal motivo. 

Estas disposiciones están tomadas de la doctrina y 
práctica de los Estados de América latina en sus negocia- 
ciones diplomáticas y en las Conferencias Panamericanas, 
y esperan quelos Estados Unidos, que no participan de esta 
doctrina, terminará por adherirse a ella. (Véase artícu- 
lo XIV del Programa de la Quinta Conferencia Panameri- 
cana). 

He creído útil consignar también expresamente la so- 
lidaridad de todos los Estados del Nuevo Mundo, en la 
defensa y mantenimiento de los principios del Derecho 
Público Americano (artículo 6) (1). 


(1) El Derecho Público Americano se diferencia esencialmente del Derecho 
Público Europeo: 

a) Es establecido por todos los Estados de nuestro Continente y se basa en 
la igualdad jurídica. 

b) A la inversa dei Europeo el Derecho Público Americano es un conjunto de 
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PROYECTO SOBRE «NEUTRALIDAD MARÍTIMA» 


- El otro Proyecto que he presentado al Instituto 
Americano de Derecho Internacional versa sobre la «Neu- 
tralidad Marítima». 

Aunque esta materia no es del dominio de la Tercera 
Comisión, me ha parecido útil adjuntarla a este trabajo, 
pues ha sido redactada tomando en cuenta las lecciones 
de la última guerra y los anhelos del Continente Ameri- 
cano. 

He tomado por base la Convención XIII de La Haya 
de 1907, pero introduciendo modificaciones profundas. 
La principal consiste en haber alterado sustancialmente la 
concepción de la neutralidad; en vez de hacer prevalecer 
o dar preferencia al derecho de los beligerantes sobre los 
neutrales, como lo establece actualmente el Derecho In- 


principios jurídicos que tienden principalmente a asegurar la independencia y el 
libre desarrollo del Nuevo Mundo; pero hay principios que se proponen otros 
objetivos. 

c) En razón de la igualdad jurídica de todos los Estados de América, las com- 
binaciones de equilibrio que han guiado la política internacional europea, no 
tienen aplicación en el Nuevo Mundo. Por el mismo motivo, ninguno de estos 
Estados tiene el derecho de ejercer su hegemonía o supremacía sobre los demás, 

d) Los países no tienen el derecho de intervenir en la formación de los nue- 
vos Estados de nuestro Continente, ni en su organización política, ni en sus asun- 
tos internos, salvo que este derecho se reconozca por Convención 2nter-partes. 

e) Los Estados de América se reunen periódicamente en Conferencias, a fin 
de reglar sus intereses comunes, y han establecido también, con el mismo objeto 
una <Unión Panamericana». 

El Derecho Público Europeo y el Derecho Público Americano tienen sin em- 
bargo un punto de contacto: ambos deben ser respetados en el respectivo Conti- 
nente por todos los Estados, aunque no hayan tomado ninguna parte en su ela- 
boración. 
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ternacional, en el Proyecto se parte de la concepción in- 
versa, es decir, el derecho de éstos prevalece sobre el de 
aquéllos. Ñ 

En el Proyecto se han subsanado también los defec- 
tos y vacíos que la gran guerra puso de relieve en la ci- 
tada Convención XIII de La Haya, y se han modificado 
algunas disposiciones que no pudieron recibir debida apli- 
cación en el Continente americano a causa de su situa- 
ción geográfica y gran extensión de sus costas. Esto acre- 
dita, una vez más, que aun en materias que por su natu- 
raleza se creen universales, su reglamentación no siempre 
es susceptible de tener ese carácter. 

Estados Unidos y Chile son los países de nuestro 
Continente que han tenido que resolver mayor número 
de casos relativos a neutralidad, siendo muchos de ellos 
nuevos o muy complejos. Los que se refieren a Estados 
Unidos han sido publicados por Mr. James Brown Scott 
en su obra «A Survey of International Relations between 
the United States and Germany, August 1, 1914-April 6, 
1917». Y los ocurridos en Chile, se hallan en nuestra 
obra «La Grande Guerre Européenne et la Neutralité 
du Chili». Es digno de notarse que, salvo dos o tres ma- 
terias, los problemas de neutralidad han sido distintos en 
los dos países. 

En el proyecto, se han tomado en cuenta esos nue- 
vos casos, y se han contemplado también medios adecua- 
dos para asegurar el respeto del derecho de los neutrales, 
y para que éstos puedan apreciar cuándo los beligerantes 
infringen las leyes y usos de la guerra. La reglamentación 
se ha hecho en forma amplia, de modo que sus disposi- 
ciones puedan adaptarse a las circunstancias y recibir 
aplicación en todas partes. Las notas colocadas al pie de 


cada artículo, explican brevemente el origen y razón de 
ser de la regla. 
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VI 


PROYECTOS SOBRE «DERECHOS Y DEBERES DE LAS NACIONES» 
Y «PLAN GENERAL DE CODIFICACIÓN». 


A «P'Union Juridique Internationale» que sesiona en 
París, presenté en 1919, en calidad de Rapporteur con que 
me había honrado, dos trabajos sobre materias que son 
del dominio de la Tercera Comisión: un plan general de 
«Codificación del Derecho Internacional» y un «Proyecto 
de Declaración de los Derechos y Deberes de los Estados y 
de las Naciones». 

Antes de proceder a la Codificación, es menester tener 
a la vista un plan general de las materias que debe ser 
objeto de ella, pues el dominio del Derecho Internacio- 
nal se ha ensanchado considerablemente, entrando en él 
muchas materias antes desconocidas o que eran sólo del 
dominio del Derecho Interno de cada país. Hay así un 
Derecho Civil Internacional, un Derecho Comercial Inter- 
nacional, un Derecho Penal Internacional, un Derecho 
Administrativo Internacional, un Derecho Financiero 
Internacional, un Derecho Obrero Internacional, etc. 

Hay igualmente materias que bajo cierto respecto, 
son del dominio interno de cada país y bajo otro, del 
dominio del Derecho Internacional. Las antiguas dife- 
rencias entre Derecho Internacional Público y Privado 
se han modificado sustancialmente y no se hace ya la 
distinción clásica entre Estado de Paz y Estado de Gue- 
rra en la reglamentación de muchas materias en las cuales 
deben tenerse en cuenta ambas situaciones (1). 


yd 


(1) Véase. «Séance et Travaux de 1'Union Juridique International». Tomo 1.” 
1920, págs. 72-79 y tomo II, págs. 177-179. 
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El segundo proyecto versa también sobre una materia 

de capital importancia. | 

Todo el mundo concuerda hoy en que es indispensable 
se haga una Declaración de los Derechos y Deberes de las 
Naciones destinada a. poner de relieve el nuevo régimen 
sobre el cual va a reposar la vida internacional. 

De los derechos y deberes fundamentales de los Esta- 
dos derivan muchos otros que ocupan un lugar conside- 
rable en el Derecho Internacional y que es imposible re- 
elarlos debidamente si no están bien determinados los 
derechos y deberes fundamentales de donde ellos derivan. 

El Instituto Americano de Derecho Internacional en 
su Primera Sesión en 1915, votó una Declaración de los 
Derechos y Deberes de las Naciones redactada por su 
Presidente, Mr. James Brown Scott (1). 

Esta Declaración votada durante la gran guerra, la 
creo suceptible de ser ahora ampliada y modificada en la 
forma establecida en el Proyecto indicado (2). 

A la última sesión que celebró el Instituto mundial 
de Derecho Internacional (1922) presenté la Ponencia que 
me había encomendado relativa al estudio crítico del 
Pacto de la Sociedad de Naciones. 

Esta materia aunque no se refiera al Derecho Interna- 
cional tiene sin embargo estrecha conexión con él (3). 


(1) Véase: Exposición de Motivos y Comentarios de la Declaración en 
«Institut Américain de Droit International. Procés-verbaux de la Premiére 
Session tenue á Washington». (Washington D. C. 1916) págs. 132-145. 

(2) Véase Exposición de Motivos de mi Proyecto en «Séances et 
AE de 1'Union Juridique Internationale». Tomo 11 (París 1920) págs. 84- 

(3) Véase Alvarez «Institut de Droit International. —Rapport concernant a 
Vétude critique du Pacte de la Société des Nations». (París, 1922). 
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VII 
: EL FUTURO DE LA CODIFICACIÓN EN AMÉRICA. 


_La Codificación del Derecho Internacional en nuestro 
Continente, interrumpida por la gran guerra, debe de rea- 
_nudarse a la brevedad posible, procurando que las diver- 
sas Comisiones continúen su labor y que la Junta de Ju- 
risconsultos se reuna nuevamente en Río de Janeiro para 


- examinar el trabajo de aquellas y someter los proyectos 


- que estime convenientes al examen de los diversos gobier- 
nos a fin de que sean considerados en la próxima Con- 


-— ferencia Panamericana. 


Es oportuno notar a este respecto que los Estados de 
América no han remitido a las Comisiones los datos solici- 
tados por ellas, tal vez a consecuencias de las perturbacio- 
nes Ocasionadas por la guerra o porque la tarea no les es 
fácil. Se impone, en consecuencia, que la Junta y las Co- 
_misiones después de una nueva invitación a los Gobiernos, 
procedan a elaborar sus proyectos tomando los antecedentes 
de la vida internacional americana de publicaciones im- 
parciales que se hayan encargado de recopilarlos o 
estudiarlos. (1) 


(1) Por lo que respecta a la América Latina: Caivo. «Le Droit International 
théor y ue et pratique». (6 vols.) (París 1896).—Alvarez. «Le Droit Internatio- 
nal Américain» (Paris, 1910); y algunas obras de Derecho Internacional escritas 
en Amírica, especialmente: Bevilaqua «Direito Publico Internacional» (2 vols.) 
(Río de Janeiro, 1911). 

Por lo que respecta a los Estados Unidos: Moore «A Digest of International 
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Un estudio muy importante conviene llevar a efecto 
al mismo tiempo que la Codificación del Derecho Inter- 
nacional: procurar la uniformidad de la Legislación Civil 
de los diversos países de América. Se volvería de este modo 
a la idea que se tuvo en vista al convocar al Congreso de 
Juristas en Lima en 1877. 

El trabajo sería muy interesante y relativamente fácil 
de realizar por lo que respecta a la legislación de los países 
de la América Latina, pero no entre éstas y los Estados 
Unidos. 

Esta Comisión podría, al mismo tiempo que procurar 
la uniformidad de la Legislación Civil, proponer las solu- 
ciones que estimase más adecuadas para resolver los 
conflictos de legislación. 


En América, donde no hay oposición irreconciliable 
de intereses, y en que, al contrario, todo tiende a la soli- 
daridad, no es difícil conseguir la unidad de doctri- 
nas internacionales entre todos los países del Continente 
y formar la última etapa del Panamericanismo (Escuela 
Panamericana de Derecho Internacional), destinada a to- 
mar la iniciativa en la Reconstrucción de este Derecho so- 
bre una base de bien entendida libertad, democracia, 
igualdad y solidaridad entre todos los miembros de la 
Sociedad de las Naciones. 

Para esto es menester que la Codificación comenzada 
se continúe de modo progresivo; toda tentativa para reali- 
zarla con rapidez no dará otro resultado que hacerla fra- 


Law» (8 vols.) (Washington, 1906): Cheney Hyde. International Law chiefly as 
interpreted and applied by the United States». (2 vols.) (Boston, 1922). 

Es digna de especial mención la obra de Fauchille titulada «Traité de Droit 
International Publique». (3 vols.) (París 1922), la más completa y más moderna 
sobre el conjunto del Derecho Internacional. 
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y desacreditar. En cambio, si se conduce paula- 
o ve después de bien meditados estudios, iniciará 
0 o en el Derecho Internacional en beneficio 


mE antiago, a 19 de Marzo de 1923. 


- 
7 


e. 


; ALEJANDRO ALVAREZ, 


Ponente (Rapporteur) de la Tercera Comisión. 
Delegado de Chile, Costa-Rica y el Ecuador, 
a la Junta de Jurisconsultos de Río de Janeiro de 1912, 


E 


sl, Y 


$ 
PEREA 


QUINTA PARTE 


Proyectos aprobados provisoriamente por la 
Tercera Comisión 


BEROSECGTOSN, 7 1 


Declaraciones generales 


ARTÍCULO PRIMERO 


Deseando las Naciones de América escluir lo arbi- 
trario de sus relaciones internacionales, declaran que a 
falta de reglas establecidas en el presente Código o en 
otras Convenciones, los casos no previstos se regirán por 
los principios del Derecho Internacional Moderno, y a 
falta de éstos por las nociones de la justicia y de la equidad. 

En las materias de carácter americano, es decir, que 
interesan de un modo especial al Nuevo Mundo, los casos 
no previstos se resolverán, además, teniendo en conside- 
ración la voluntad manifestada de una manera inequívoca 
por los Estados de América en sus actos o negociaciones 


diplomáticas. 
(5) 
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ARTÍCULO 2.? 


La única gestión que puede ejercitar un Estado en los 
asuntos de otro es la amistosa y conciliadora, sin revestir 
en ningún caso el carácter de imposición; pues la indepen- 
dencia y soberanía de cada una de las naciones americanas 
es un hecho y un derecho adquirido e inviolable. 


ARTICUBONO 3 


Los Estados de América consideran un deber primor- 
dial de su política exterior, aumentar su población, faci- 
litando la inmigración europea, así como desarrollar sus 
industrias, comercio y vías de comunicación. 


ARTÍCULO 4.2 


La admisión en un Estado de los nacionales de otro, 
sean o no inmigrantes, está sujeta a lo que dispongan las 
leyes del país a donde se dirigen. 


ARTÍCULO 5.2 


Los nacidos en el territorio de un Estado de América 
son nacionales de dicho Estado, cualquiera que sea la na- 
cionalidad de sus padres. 


ARTÍCULO 6.2 


Los nacionales de cualquiera de los Estados Ameri- 
canos están sujetos en los otros en que residan a las leyes 
de estos Estados y tienen los mismos derechos civiles que 
sus nacionales. En ningún caso podrán pretender otros de- 
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rechos ni hacer valer los reconocidos en su favor en forma 
distinta que por los medios que la Constitución y las leyes 
establecen para los mismos nacionales. 


ARTÍCULO 7.2 


Los Estados de América garantizan como a sus nacio- 
nales, a los extranjeros que residan en su territorio todos 
los derechos civiles y especialmente: 

a) La inviolabilidad de la propiedad sin que nadie 
pueda ser privado del dominio o del derecho que a ella tu- 
viere sino por sentencia judicial fundada en ley, o por ex- 
propiación fundada también en ley y previa indemniza- 
ción; 

b) La libertad de entrar y permanecer en cualquier - 
punto del territorio del Estado, guardándose los reglamen- 
tos de policía, sin perjuicio de las leyes de inmigración y 
del derecho de expulsión; 

c) El derecho de reunirse y asociarse para fines lícitos; 

d) La libertad de la prensa; 

e) La libertad de cultos; 

f) La libertad de conciencia; 

g) La libertad de comercio, navegación e industria, 
sujetándose a las leyes respectivas; 

h) Nadie puede ser juzgado sino por los tribunales 
señalados por la ley y establecidos con anterioridad al hecho 
criminoso que se trate de castigar ni puede ser condenado 
si no es procesado legalmente y en virtud de una ley pro- 
mulgada con anterioridad al hecho sobre que recae el juicio. 


ARTÍCULO 8.- 


La navegación de los ríos de los Estados de América 
es libre, pero puede reservarse el cabotaje para la bandera 
nacional. 
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ARTÍCULO 9,2 


Las Instituciones Científicas de carácter internacio- 
nal, tienen personería jurídica en todos los Estados de Amé- 
rica. | 
Las Universidades reconocidas en cada uno de ellos 
tienen igualmente personería jurídica en los demás del 
Continente Americano. 


NON ECON > 2 


Agentes Diplomáticos y Consulares « 


ARTÍCULO PRIMERO 


Los Estados de América pueden enviarse y recibir 
recíprocamente sus Agentes Diplomáticos. 


$1. De los Agentes Diplomáticos ordinarios 
y extraordinarios 


ARTÍCULO 2. 


Los Agentes Diplomáticos se dividen en ordinarios y 
extraordinarios. 

Los ordinarios son los destinados. a representar de 
una manera permanente al Gobierno de un Estado ante 
el Gobierno de otro. 


(1) En este Proyecto he introducido una ligera alteración en el orden de 
los artículos. 

El párrafo 4.* relativo a las Inmunidades de los Agentes Diplomáticos, no al- 
carzó a ser revisado por la Comisión. 


70 ALEJANDRO ALVAREZ 


Los extraordinarios son los encargados de una misión - 
especial o determinada ante un Gobierno, o los acreditados 
para representar a un Estado en Conferencias o Congresos 
Internacionales. 


ARTÍCULO 3.2 


Los Agentes Diplomáticos deben acreditarse ante y 
por Gobiernos legalmente reconocidos. En los: Estados Fe- 
derales sólo el Gobierno Central puede nombrarlos. 


ARTÍCULO 4.2 


Los Agentes Diplomáticos ordinarios son de tres 
clases: 

a) Ministros Plenipotenciarios, 

b) Ministros residentes, y 

c) Encargados de Negocios. 

Todos los Agentes Diplomáticos tienen el mismo ca- 
rácter oficial y las mismas prerrogativas e inmunidades. 
Las diferencias entre ellos son sólo de rango y etiqueta. 

La etiqueta depende de los usos diplomáticos o de lo 
que dispongan las leyes o reglamentos del país ante el 
cual está acreditado el Agente. 


ARTÍCULO 5.2 


Los Agentes ordinarios tienen, además de las facul- 
tades indicadas en sus poderes, las atribuciones de juris- 
dicción voluntaria o de otra especie que les acuerden las 
leyes o decretos de su respectivo país, las cuales ejercita- 
rán sin contrariar las leyes del Estado ante el cual están 
acreditados. > 
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ARTÍCULO 6.? 


Sólo puede acreditarse un Agente ordinario ante cada 
Gobierno. Los extraordinarios pueden ser varios. 


ARTÍCULO 7.* 


Un Agente Diplomático ordinariozno puede represen- 
tar ante un mismo Gobierno sino a un solo Estado, salvo 
que varios se pongan de acuerdo para designar a la misma 


. persona. 


Un mismo Agente Diplomático ordinario puede repre- 


sentar al mismo Estado cerca de varios Gobiernos. 


ARTÍCULO 8.2 


No puede acreditarse como Agente Diplomático ordi- 
nario a un nacional del país ante el cual va a ejercer sus 
funciones. 


ARTÍCULO 9: 


Ningún Estado puede acreditar un Agente Diplomático 
ordinario ante otro sin haber obtenido previamente el be- 
neplácito de éste, en cuanto a la persona del Agente. 

El Estado que manifieste que la persona propuesta 
no es de su agrado, no está obligado a expresar los mo- 
tivos. 
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ARTÍCULO 10 


Los Agentes extraordinarios se acreditan de la misma 
manera que los ordinarios y tienen las mismas prerroga- 
tivas e inmunidades que ellos. 


ArTÍCULO 11 


Todo Tratado o Convención celebrado por el Agente, 
aún con poder especial, necesita para su validez la rati- 
ficación de los Gobiernos respectivos. 


$ 2, Del personal de las Legaciones 


ARTÍCULO 12 


Cada Legación tendrá el personal que fije su Go- 
bierno. ' 


ARTÍCULO 13 


Cuando el Ministro tenga que ausentarse del lugar en 
que ejerce sus funciones, o en otros casos de imposibilidad 
«temporal, podrá designar al Secretario de la Legación como 
Encargado de Negocios ad-interin. Este no tendrá en tal 


caracter otras atribuciones que el despacho de los nego- 
cios corrientes. . 
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$ 3. De los Agentes especiales 


ARTÍCULO 14 


Los Agentes nombrados por un Gobierno para que 
procedan solos o conjuntamente con otros, a una misión 
especial técnica, tal como la defensa del país ante un árbi- 
tro, la delimitación de fronteras, investigaciones, comisio- 
nes mixtas, reclamaciones, y los árbitros nombrados para 
resolver un litigio, tendrán en el país en el cual ejercen sus 
funciones, y mientras duren en el ejercicio de ellas, las 
mismas inmunidades diplomáticas que los Agentes ordina- 
rios. 


ARTÍCULO 15 
Los miembros de los Tribunales permanentes creados 


por acuerdos internacionales, tendrán también, y en todos 
los países, las inmunidades de los Agentes Diplomáticos. 


$ 4. De las inmunidades de los Agentes Diplomáticos 


ARTÍCULO 16 


Los Agentes Diplomáticos son inviolables en su per- 
sona, en su residencia, sea privada u oficial, y en sus 
bienes. 
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ARTÍCULO 17 


Los Estados darán toda clase de facilidades a los 
Agentes Diplomáticos en el ejercicio de sus funciones. 

Se comprometen además a protegerles, por sanciones 
penales, de toda ofensa, injuria o violencia de parte de los 
habitantes del país. 


ARTÍCULO 18 


Ningún agente de la autoridad pública administrativa 
o judicial, puede penetrar en la casa de un Agente Di- 
plomático o en las oficinas de la Legación, sino con su 
consentimiento. Los archivos diplomáticos son inviolables. 

El Agente Diplomático tiene la obligación de entre- 
gar a la autoridad local competente al individuo perseguido 
por crimen o delito de derecho común y que se haya refu- 
glado en la Legación. Si el agente se niega a entregarlo, la 
autoridad local tiene el derecho de vigilar la Legación 
hasta que el Gobierno de quien depende el Agente decida 
-a actitud que debe observar. 


ARTÍCULO 19 


Las legaciones no gozan del privilegio llamado de ex- 
traterritorialidad. 

Sin embargo, los actos jurídicos extendidos por los 
Agente Diplomáticos en el ejercicio de sus funciones, se 
sujetarán en cuanto a la forma a las disposiciones legisla- 
tivas del país que representan. 
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LA 0 ARTÍCULO 20 


_Los Agentes Diplomáticos están excentos: de toda clase 
- de impuestos personales, sean nacionales o locales, del país 
en que residen; de todo impuesto territorial sobre el edificio 
de la Legación; de los derechos de aduanas sobre objetos 
5 destinados a st uso personal o al de su familia, hasta con- 
—Currencia de mil libras esterlinas por año. 


ARTÍCULO 21 


Los Agentes Diplomáticos están excentos de la jurisdic- 
ción, civil o criminal del Estado ante el cual están acredi- 
Plados. No son enjuiciables, civil o criminalmente, sino por 
E los tribunales de su propio país. 


ARTÍCULO 22 


Aunque el Agente Diplomático MEA cesado en el ejer- 
-cicio de sus funciones, la exención de jurisdicción local 
¿3 -_subsiste con respecto a las acciones judiciales que se refie- 
renal ejercicio de dichas funciones. 


-. A . 


INRTÍCULONZS 
La excención de jurisdicción no puede invocarse aun 
o ps el ejercício de las funciones del Agente: 
e 2 Para las acciones reales, incluso las posesorias, re- 
he. ces a un bien raíz que se encuentra en el territorio 
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donde reside el agente diplomático pero que no es el edifi- 
cio donde éste vive o las oficinas de la Legación; 

2. Para las acciones que se derivan de la calidad de 
heredero o de legatario en una sucesión abierta en el terri- 
torio donde se encuentra el agente diplomático; 

3.0 Para las acciones que se derivan de contratos ce- 
lebrados por el agente diplomático, si, por una cláusula 
espresa se ha estipulado que la obligación deberá cumplir- 
se en el país donde reside dicho agente; 

4.2 En caso de renuncia a la inmunidad diplomática 
conforme al artículo siguiente. 


ARTÍCULO 24 


Un agente no puede renunciar la excención de juris- 
dicción sino con la autorización de su gobierno. 


ARTÍCULO 25 


El Agente Diplomático puede negarse a comparecer 
como testigo ante la jurisdicción del país en el cual está 
acreditado. En caso que su testimonio sea necesario, debe 
ser pedido por la vía diplomática y dado por escrito. 


ARTÍCULO 26 


La inviolabilidad del agente o funcionario diplomá- 
tico así como su excención de jurisdicción, local principian 
desde el momento en que atraviesa la frontera del Es- 
tado donde está llamado a ejercer sus funciones y ter- 
minan en el momento en que él deja este mismo territo- 
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rio. Ellas subsisten aún en caso de guerra entre ambos 
Estados, durante el tiempo necesario para que el agente 
diplomático pueda dejar el país con su personal y sus 
 bagajes. 

- El agente que, al ir a asumir su puesto o al volver 
_de él atraviesa el territorio de un Estado extranjero, goza 
igualmente en éste de las prerrogativas e inmunidades in- 
-dicadas en los artículos anteriores. 


ARTÍCULO 27 


La inviolabilidad de los agentes diplomáticos, la 
exención de impuestos y las inmunidades de jurisdicción 
a que se refieren los artículos precedentes, se extienden 
a todas las personas que forman parte del personal ofi- 
cial de la misión diplomática, incluyendo los adictos 
militares, así como a los miembros de la familia de di- 
chos agentes que viven con ellos. 


' ARTÍCULO 28 

En caso de fallecimiento del agente diplomático, su 
familia conservará el goce de la inviolabilidad y de la 
inmunidad precitadas durante un plazo razonable que 
fijará el Gobierno del país ante el cual el agente estaba 
acreditado. 


s 5. Fin de la Misión Diplomática 
ARTÍCULO 29 
La misión del agente diplomático concluirá: 


a) Por la expiración del plazo que le había sido fija- 
do para cumplir su misión; 
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b) Por conclusión o solución del asunto, si la misión 
fué conferida para un asunto determinado; 

c) Por el aviso oficial que dé su Gobierno al Gobierno 
ante el cual está acreditado de que ha cesado en el ejer- 
cicio de sus funciones; 

d) Por el envío de sus pasaportes que le haga el 'Go- 
bierno ante el cual está acreditado; 

e) Por el pedido de sus pasaportes al Gobierno ante 
el cual está acreditado; 

J) Por la declaración de guerra entre ambos Estados. 

En estos tres últimos casos, debe concederse un plazo 
razonable al agente y su familia para dejar el territorio 
del país. : 

La muerte o la dimision del jefe del Estado cue lo 
ha acreditado o ante el cual ejerce sus funciones, así 
como el cambió de régimen político de uno de estos Es- 
tados, no ponen fin a la misión de un agente diplomático. 


E ñ 
DE LOS CONSULES 
¡ARTICULOS LA 
Los Estados pueden acreditar Cónsules en el territorio 
de los otros a objeto de facilitar sus relaciones comerciale 
y prestar a sus nacionales la protección debida. 


ARTÍCULO 2." 


Las diversas categorías de Cónsules, su rango y atri- 


buciones, son determinados por la nación que los acredita. - 
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Para el ceremonial se estará a lo que dispongan las leyes 
del país en que residen. 


ARTÍCULO 3.2 


Para entrar al ejercicio de su cargo, el Cónsul debe 
obtener previamente el exequatur del Gobierno respec- 
tivo. 


ARTÍCULO 4.? 


Los Cónsules ejercerán sus funciones sin contrariar 
las leyes del país donde están acreditados. 


ARTÍCULO 5.2 


En el desempeño de sus atribuciones, el Cónsul co- 
municará oficialmente con las autoridades administrativas 
locales. Si no fuere atendido, pondrá el hecho en conoci- 
miento del Agente Diplomático de su país, para que en- 
table las gestiones que estime conveniente. 


ARTÍCULO 6. 


- Los Cónsules son justiciables ante las autoridades 
locales por los actos que no son del ejercicio de sus funcio- 
nes, pero no son justiciables por actos ejecutados en el 
ejercicio de sus atribuciones y dentro de los límites de su 
competencia. ] 

Las personas perjudicadas por estos actos deben pre- 
sentar sus quejas al Gobierno del país en que reside el 
Cónsul, a fin de que entable reclamación diplomática si 
lo creyere conveniente. 
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ARTÍCULO en 


Los Cónsules no están obligados a comparecer como 
testigos ante las autoridades del país en que reside; sus de- 
claraciones deben solicitarse y prestarse por escrito. 


ARTÍCULO 8.2 


A ningún Agente de la autoridad pública le es permi- 
tido, sin consentimiento expreso del Agente Consular, pe- 
netrar en las Oficinas del Consulado, salvo a la policía 
cuando se trate de la aprehensión de criminales. 


ARTÍCULO 9. 


Las funciones del Cónsul terminan: 

a) Por su retiro oficialmente comunicado, y 

b) Por cancelarle el exequatur el Gobierno del país 
en que el Cónsul reside. | 


PROYECTO N.* 3. 


Derechos y deberes de los Estados limítrofes 
en territorios litigiosos no delimitados " 


ARTÍCULO 1.2 


En los casos que dos o más Estados discutan la sobe- 
ranía de una zona determinada de territorio, los derechos 
y deberes en esa zona se regularán por acuerdo de modus 
vivend? que permitan ejercer la policía, velar por la higiene 
y asegurar la tranquilidad pública de la zona disputada. 


ARTÍCULO 2.? 


A falta de acuerdo, si la controversia estuviere some- 
tida a la decisión de un árbitro, se considerará éste facul- 
tado para los efectos del número anterior, y sin que ningu- 
na de las medidas que él adopte importen prejuzgar sobre 
cualquier punto del litigio. 


(1) El Delegado del Ecuador, Excmo. señor Treviño, en comunicación diri- 
gida al Presidente de la Comisión, le manifiesta que no está de acuerdo con algu- 
nas disposiciones indicadas en este Proyecto. 

(6) 
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ARTÍCULO 3.2 


Sí los dos Estados ejercen soberanía en el territorio 
en litigio, pero cada uno en zona determinada, se con- 
tinuará observando el orden de cosas existentes. 

En las regiones en que no se han ejecutado actos de 
soberanía, o lo han sido de manera deficiente, se obser- 
vará lo dispuesto en el artículo primero. 


ARTÍCULO 4.2 


El comercio en los territorios litigiosos y la navega- 
ción de los ríos que los cruzan y los lagos que los dividen, 
son libres en las mismas condiciones que rigen para los 
territorios no litigiosos. 


ARTÍCULO 3.2 


La ocupación provisional de una zona litigiosa por 
uno de los Estados no afecta al derecho de soberanía que 
sobre ella reclama el otro u otros. 


ARTÍCULO 6.2 


Los delitos cometidos en la zona de territorio litigioso 
deben ser juzgados por la autoridad judicial que notifique 
primero a las otras que ha comenzado a conocer del delito, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo primero. 
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PROYECTO N.* 4 


Canje de publicaciones 


ARTÍCULO 1.? 


"Los Gobiernos de los Estados de América se compro- 
meten a enviarse recíprocamente cinco ejemplares de cada 
una de las siguientes publicaciones oficiales: 

a) Los documentos parlamentarios, administrativos y 
de estadística que salgan a la luz en cada uno de ellos; 

b) Las obras de toda especie publicadas o subvencio- 
nadas por los respectivos Gobiernos; 

c) Los mapas geográficos generales o particulares, los 
planos topográficos y otras obras de este género. 


ARTÍCULO 2." 


La obligación estipulada en el artículo anterior exis- 
tirá aún cuando las"obras referidas fueren impresas fuera 
del territorio del país cuyo Gobierno les concediere sub- 
vención o auxilio. 


ARTÍCULO 3.2? 


Cada Gobierno hará formar una colección, tan com- 
pleta como fuere posible, de los libros ya publicados ofi- 


* 
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cialmente en su respectivo territorio, especialmente los 
relativos a su historia, estadística y geografía, y la remi- 
tirá a los demás al hacer la primera remesa. 


ARTÍCULO 4.? 


A medida que cada uno de los Gobiernos reciba las 
publicaciones que le fueran remitidas por los demás, hará 
aparecer, en el respectivo diario oficial una lista de ellas, a 
fin de que el público pueda concurrir a consultarlas en la 
oficina o Biblioteca en que se han puesto a su disposición 
designando al mismo tiempo el lugar y la imprenta de 
donde cada obra procede, para que llegue a conocimiento 
de los que deseen adquirirla. 


ARTÍCULO 5.2 


En cuanto lo permitan las estipulaciones de la Unión 
Postal Universal, los Gobiernos declararán libres de porte 
la correspondencia oficial y las publicaciones de Canje 
entre los países respectivos, de conformidad con los acuer- 
dos particulares que entre ellos celebren al efecto. 


ARTÍCULO 6.? 


Cada país remitirá las publicaciones indicadas en el 
artículo 1. a la Legación o Consulado que tenga acredi- 
tado ante el Gobierno de los otros, a fin de que llegue 
por este órgano a poder del departamento, Oficina o Bi- 
blioteca que cada Gobierno designe para recibirla. A falta 
de agentes indirectos, la remisión se hará de Gobierno a 
Gobierno. 


PROYECTO:+»N:305 


Intercambio de profesores y alumnos 


Se acuerda recomendar a los Gobiernos de América, 
por lo que respecta a las Universidades que de ellos de- 
penden, y a las Universidades reconocidas por esos Go- 
biernos, se establezca un intercambio de profesores, sobre 
las siguientes bases: 

a) Las Universidades darán facilidades para que los 
profesores que se envíen recíprocamente, den en ellas cur- 
sos O Conferencias; 

b) Los cursos o conferencias versarán, principalmen- 
te, sobre materias científicas de interés americano o que 
se relacionen con las condiciones de uno o alguno de los 
países de América, especialmente de aquel de donde pro- 
cede el profesor; 

c) Todos los años las Universidades comunicarán a 
aquellas con las cuales deseen entrar en intercambio, las 
materias que desearían fuesen tratadas en sus aulas; 

d) La remuneración del profesor será costeada por la 
Universidad que lo ha designado, a menos que sus servi- 
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cios hayan sido solicitados expresamente, en cuyo caso 
la remuneración será a cargo de la Universidad invitante; 

e) Las Universidades, de sus propios fondos, si los 
tuvieren, o solicitándolos de los respectivos Gobiernos, 
fijarán anualmente las cantidades destinadas a los gastos 
que demande el cumplimiento de la presente recomenda- 
ción; 

f) Las Universidades de América: se reunirán perió- 
dicamente en Congresos, para arbitrar los mejores medios 
de cooperación intelectual americana. 


II 


Estimándose, además, que es muy útil para robus- 
tecer la solidaridad de los Estados del Continente que 
haya intercambio de alumnos entre las Universidades de 
América, se acuerda; 

a) Recomendar que las Universidades o Liceos oficia- 
les de los Estados de América creen becas en favor de los 
estudiantes de los otros países del mismo Continente, con 
o sin cargos de reciprocidad, tomando, ya de un modo 
directo, ya por intercambio de los Gobiernos de que de- 
pendan, las medidas necesarias para llevar a la práctica 
este acuerdo; 

b) Cada Universidad o Liceo que haya establecido 
becas debe nombrar una Comisión encargada de cuidar 
y atender a los estudiantes pensionados, dirigirlos en sus 
estudios y arbitrar todas las medidas necesarias para que 
cumplan debidamente con sus obligaciones; 

c) La Universidad o Liceo a que se incorpore un es- 
tudiante extranjero le hará inscribir en el curso que le 


corresponda con arreglo al plan de estudios y reglamentos 
respectivos. 


SEXTA PARTE 


PROYECTOS DEL PONENTE DE LA TERCERA 
COMISION 


Presentados a Instituciones Científicas y destinados 
al estudio de dicha Comisión. 


e 


PROMESTORNO 


Proyecto sobre bases fundamentales del 
Derecho Inrernacional 


Sección primera. Naturaleza y extensión del Derecho 
Internacional (1) 


ARTÍCULO PRIMERO 


La sociedad de los Estados se rige por reglas de carác- 
ter obligatorio, cuyo conjunto constituye el Derecho In- 
ternacional. 

Estas reglas deben inspirarse en la noción del deber 
internacional, en la solidaridad y en el interés general, bases 
necesarias para que las relaciones entre los Estados sean 
pacíficas y equitativas. 


(1) Este Proyecto fué presentado por el infrascrito al Instituto Americano de 
Derccho Internacional, en la sesión que celebró en la Habana en 1917, 
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ARTÍCULO 2.? 


El Derecho Internacional tiene por objeto no sola- 
mente las relaciones de los Estados entre sí, sino también 
la reglamentación de toda materia internacional, tales 
como las asociaciones internacionales, derechos internacio- 
nales del individuo, etc. 


ARTÍCULO 3.2 


El Derecho Internacional forma parte de la legisla- 
ción nacional de cada Estado. 

En las materias que caen bajo su dominio, debe, pues, 
aplicarse por las autoridades nacionales de cada país, y 
éste será responsable ante los otros Estados de las infrac- 
ciones cometidas o de los perjuicios causados por los actos 
de dichas autoridades. 


ARTÍCULO 4.2 


Las leyes nacionales no pueden contener disposiciones 
contrarias al Derecho Internacional; toda infracción impli- 
ca responsabilidad, conforme al artículo precedente. 


Sección segunda. Extensión de las reglas interna- 
cionales 


ARTÍCULO 5.2 


Las reglas jurídicas que rigen las relaciones de los 
Estados son o universales, o continentales, o nacionales, 
o de escuela, o particulares o de civilización. 
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Son universales, las reglas que deben observarse por 
todos los miembros de la sociedad de los Estados. 

Son continentales, las establecidas por los Estados de 
un continente para regir sus relaciones recíprocas, así 
como las reglas proclamadas por ellos con objeto de que 
se observen en el continente por todos los países, aún por 
los que no ejerzan en él soberanía alguna, como son las 
reglas de Derecho Internacional Americano. 

Son nacionales, aquellas reglas que dicta cada país en 
conformidad con el Derecho Internacional y que están des- 
tinadas a aplicarse únicamente en el territorio del país que 
las establece. 

Son reglas de escuela o de grupo, las seguidas o profe- 
sadas por un cierto número de Estados que pertenecen a 
lo que se llama una Escuela de Derecho Internacional. 

Son particulares, las reglas establecidas convencional- 
mente entre dos o más países para regir en ciertas mate- 
rias sus relaciones recíprocas. 

Son de civilización, las reglas establecidas por el De- 
recho Internacional y destinadas a aplicarse únicamente 
a poblaciones semi-civilizadas; tales como las relativas a 
ciertas regiones de Asia y de Africa. 


Sección tercera. Fuentes de las reglas internacio- 
nales 


ARTÍCULO 6.? 


Las reglas internacionales de carácter universal, las 
de carácter continental y de civilización, se derivan del 
consentimiento expreso de todos los Estados del mundo, 
o de los Estados de un continente, manifestado en con- 
venios o en otros actos internacionales. 
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Dichas reglas pueden derivarse también de la costum- 
bre universal o de la costumbre continental, pero es nece- 
sario que se recozca como obligatoria por la opinión públi- 
ca del mundo o del continente respectivo. Debe ella esta- 
blecerse de preferencia, en conformidad a la práctica más 
reciente de los Estados. 


ARTÍCULO 7.? 


Los tratados u otros actos internacionales celebrados 
por cierto número de Estados, pueden llegar a ser obliga- 
torios para todos los del mundo o para todos los de un 
continente, si se justifica que la regla o las reglas en ellos 
establecidas han adquirido el carácter de una regla con- 
suetudinaria, universal o continental. Adquirido ese ca- 
rácter, la regla no puede ser cambiada por la sola voluntad 
de los Estados que han firmado los convenios. 


ARTÍCULO 8.2 


Las reglas internacionales de carácter nacional, y las 
reglas de escuela, derivan de las fuentes que cada país o 
cada escuela ha establecido o reconocido con ese objeto; 
tales como las leyes y las sentencias de los tribunales na- 
cionales, las obras de los publicistas, etc. 


Sección cuarta. Fuerza obligatoria y derogación 
de las reglas internacionales 


ARTÍCULO 9.2 


En las conferencias internacionales de carácter univer- 
sal o continental, las reglas sobre materias reconocidas 
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como fundamentales y adoptadas por una gran mayoría 
de países, obligan a la minoría. 

Esta mayoría se establecerá según el número de los 
países, su importancia, población, comercio, etc. 


ArtícuLo 10 


Las reglas proclamadas por los Estados de un conti- 
nente, —en especial aquellas establecidas como de Derecho 
Público, —serán aplicadas en dicho continente y a todos los 
Estados del mundo, aún a aquellos que no las hayan acep- 
tado o hayan protestado contra ellas. 


ARTÍCULO 11 


Las convenciones acordadas en las conferencias inter- 
nacionales forman un todo indivisible; los Estados no 
podrán, pues, hacer reservas sobre ninguna de las mate- 
rias O artículos que las constituyan. 

Los Estados que tengan opiniones divergentes, debe- 
rán agruparse para firmar convenciones separadas. Habrá 
así tantas convenciones sobre una misma materia, como 
diversidad irreductible de opiniones. 

Las disposiciones del párrafo precedente no se apli- 
carán a las materias fundamentales, en conformidad al 
artículo 9.” 


ARTÍCULO 12 


Las reglas convencionales, ya sean universales o con- 
tinentales, especialmente las que tengan carácter de De- 
recho Público, no podrán ser denunciadas por uno o varlos 
de los Estados que las nubieran suscrito. Estas reglas no 
podrán ser derogadas sino en conformidad al mismo pro- 
cedimiento seguido para establecerlas. 
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ARTÍCULO 13 


Las reglas de origen consuetudinario, pueden ser de- 
rogadas por una costumbre contraria. : 

Un Estado puede tomar la iniciativa de la derogación 
de la regla consuetudinaria, declarando ante el Consejo 
de la Sociedad de las Naciones o el de la Unión Continen- 
tal si existiere, que él va a proceder de modo contrario a 
la regla establecida, y esto no por conveniencia, sino por- 
que la regla no se armoniza ya con las nuevas necesida- 
des o situaciones. 

Una vez aprobada esta actitud por el Consejo o por 
la Unión, servirá de punto de partida a una nueva regla 
que conservará su carácter de regla consuetudinaria. 


Sección quinta. Desarrollo e interpretación de las 
reglas internacionales 


ARTÍCULO 14 


A falta de reglas convencionales o consuetudinarias 
de Derecho Internacional, se recurrirá a las reglas esta- 
blecidas en convenciones suscritas en conferencias inter- 
nacionales—universales o continentales—y que no han 
sido ratificadas por los Estados que las han suscrito. 


ARTÍCULO 15 


A falta de reglas jurídicas establecidas conforme a los 
artículos precedentes, las relaciones entre los Estados se 
regirán por los principios generales del Derecho Interna- 
cional, y a falta de estos principios, por las reglas de jus- 
ticia y las soluciones indicadas por la equidad. 
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ARTÍCULO. 16 


Los principios generales del derecho son los que se de- 
rivan de las reglas existentes, especialmente cuando han 
sido reconocidos por actos diplomáticos, sentencias arbi- 
trales o por la práctica. 


ARTÍCULO 17 
Las reglas de justicia son las que resultan de las exi- 
gencias de la conciencia jurídica, manifestadas principal- 
mente por los votos de las conferencias internacionales, 
resoluciones de asambleas científicas de competencia re- 
conocida, o por la opinión general de los publicistas con- 
temporáneos. 


ARTÍCULO 18 


La equidad es la solución que se estima más conve- 
niente en cada caso determinado que ocurra. 


ARTÍCULO 19 
El desarrollo así como la interpretación de las reglas 
internacionales, deberá hacerse siempre en el sentido de 
la solidaridad internacional y de la utilidad general. 
Sección sexta. Sanciones de las reglas internacionales 


ARTÍCULO 20 


La ejecución de la ley internacional está confiada 
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principalmente al honor y buena fe de todos los Estados, 
así como a la sanción de la opinión pública. 


ARTÍCULO 21 


Todo Estado puede protestar contra las violaciones 
del Derecho Internacional, aún de aquellas que no le afec- 
ten de un modo directo, especialmente de las transgresio- 
nes de las leyes y costumbres de la guerra y de la neutra- 
lidad. 

El Estado directamente ofendido por una infracción 
del Derecho Internacional, puede dirigirse al Consejo de 
la Sociedad de las Naciones o al de la Unión Continental, 
si existiere, pidiéndole que tome contra el Estado que 
comete la infracción, con evidente mala fe, las medidas 
que para tales casos esté autorizado. 


PROYVECIOSN 0:2 


Proyecto sobre derechos fundamentales del 
Continente Americano. 


(Derecho Público Internacional Americano) (1) 


Independencia, libertad, igualdad y solidaridad de 


los Estados de América 
ARTÍCULO PRIMERO 


Los Estados de América, reconociendo la universali- 
dad de la sociedad internacional y de las reglas que la 
rigen, declaran, sin embargo, que tienen el derecho—afir- 
mado desde su independencia—de establecer de común 
acuerdo, las reglas que estimen más conveniente, en espe- 
cial las bases fundamentales en que debe descansar la so- 
ciedad internacional americana, conforme con su pasado 
histórico, con sus necesidades y con sus aspiraciones. 


ARTÍCULO 2.2 


Los Estados de América declaran, asimismo, que las 
cuestiones de carácter especialmente americano, es decir, 
que no se presentan sino en América o que revisten en 


(1) Este proyecto fué presentado por el infrascrito al Instituto Americano 
de Delecho Internacional en la sesión que celebró en La Habana en 1917. 


(7) 
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este Continente un carácter propio—emigración, naciona- 
lidad, por ejemplo, —deben resolverse en nuestro Conti- 
nente, de acuerdo con los principios del Derecho Inter- 
nacional, generalmente aceptados, o ampliando y desen- 
volviendo esos principios, o bien creando nuevos, adapta- 
dos a la condición especial de nuestro hemisferio. Con este 
objeto se tomarán especialmente en cuenta las declara- 
ciones expresas e inequívocas de los Estados de América 
en sus actos o negociaciones diplomáticas, las sentencias 
arbitrales y los usos y las doctrinas reconocidas por ellos. 


ARTÍCULO 3.2 


Los Estados del Continente americano, iguales ante 
la ley, tienen derechos adquiridos a su completa indepen- 
dencia, libertad y soberanía. Estos derechos así como el 
que tienen sobre su territorio, no podrán ser limitados en 
manera alguna en beneficio de un Estado extra-continen- 
tal, aún con la voluntad del Estado americano. 


ARTÍCULO 4.* 


Un Estado extra-continental no puede ni directa ni 
indirectamente, ni por medio de interpuesta persona, y por 
cualquier motivo que sea, ocupar, aún temporalmente, 
una porción cualquiera del territorio de un Estado ameri- 
cano, para ejercer en ella actos de soberanía, ni aún con el 
consentimiento de dicho Estado. 


ARTÍCULO 5.9 


Ningún Estado podrá intervenir en los asuntos inte- 
riores o exteriores de un Estado americano, contra su vo- 
luntad. La única ingerencia que éstos pueden ejercer es 
la amigable y conciliadora, sin ningún carácter de impo- 
sición. 
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ARTÍCULO 6. 


Todos los Estados de América son solidarios en la 
defensa y mantenimiento de los derechos proclamados en 
los artículos precedentes 


Derechos internacionales del individuo y de las 
asociaciones internacionales. 


ARTÍCULO 7.* 


Todo individuo goza en el territorio de cada Estado 
de los derechos siguientes: 

a) La inviolabilidad de la propiedad, sin que ninguna 
persona pueda ser privada de su dominio o de cualquier 
otro derecho patrimonial, si no es por sentencia judicial 
debidamente dictada o una expropiación por causa de 
utilidad pública legalmente constatada, y previa justa in- 
- demnización; 

b) La libertad de entrar y de residir en cualquier punto 
del territorio, observando las leyes locales y los reglamen- 
tos de policía, sin perjuicio de las leyes de inmigración y 
del derecho de expulsión; 

c) El derecho de reunirse y de asociarse para fines 
lícitos, sin permiso previo y sin armas; 

d) La libertad de prensa; 

e) La libertad de conciencia; 

f) La libertad de cultos; 

g) La libertad del comercio, de la navegación y de 
la industria, observando las leyes respectivas de cada Es- 
tado; 

h) Ningún extranjero puede ser juzgado sino por tribu- 
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nales reconocidos competentes por la ley del Estado donde 
resida y establecidos con anterioridad al hecho delictuoso 


que se trate de juzgar; ni ser condenado sin un procedi-. 


miento legal y en virtud de una ley promulgada con ante- 
rioridad al hecho que se le impute. 


ARTÍCULO 8.2 


Todo individuo está sometido a las leyes y autorida- 
des del Estado donde resida y goza en él de los mismos 
derechos civiles que los nacionales. En ningún caso puede 
pretender, sea la obtención de otros derechos, o bien ejer- 
cerlos de manera diferente a la prevista para los nacio- 
nales por la constitución y las leyes del país. 


ARTÍCULO 9 


Los Estados tienen derecho para proteger a sus na- 
cionales residentes en otro país, cuando éstos fueren ofen- 
didos en sus personas o lesionados en sus bienes, desde 
que se justifique que ha habido de parte de las autoridades 
de este país denegación de justicia, retardo anormal, o 
violación evidente de los principios del Derecho Internacio- 
nal. 

Esta protección no puede ser ejercitada cuando el 
individuo por quien se reclama es, ante la ley del Estado 
al cual se presenta la reclamación, igualmente considerado 
como nacional 


ArtTíÍcuLO 10 
Las instituciones (Asociaciones o Uniones) de carácter 


internacional, universales o continentales, de que los Es- 
tados forman parte, así como las que hayan sido recono- 
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cidas de utilidad pública por algunos de ellos, tienen por 
ese hecho personalidad jurídica, sin otra formalidad, en 
todos los países del mundo. 

Los derechos que les corresponden en todos los países 
son los indicados en los artículos precedentes para los in- 
dividuos. 

Las Universidades que tienen personalidad jurídica 
en un Estado, la tienen, igualmente en todos los otros. 


Nacionalidad 
ARTÍCULO 11 


Los individuos nacidos en el territorio de un Estado: 
americano son nacionales de dicho Estado, cualquiera que 
sea la nacionalidad de sus padres. 

Los otros casos de adquisición y de pérdida de la 
nacionalidad se regirán por las disposiciones de las cons- 
tituciones o de las leyes de los países respectivos. 


ARTÍCULO 12 


No podrá otorgarse la naturalización en un país ame- 
ricano si el extranjero que la pretende no prueba antes 
que por ella pierde su nacionalidad de origen. 


ArtTÍCULO 13 


Se considera que ha renunciado a la naturalización 
y que ha adquirido de nuevo su nacionalidad de origen, 
toda persona que vuelva al Estado de que es originario 
para fijar allí su residencia con la intención de no regresar 
al Estado donde se naturalizó. 
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Se presume que no tiene intención de volver al Es- 
tado en que se naturalizó, la persona que resida en el país 
de origen más de dos años. Esta presunción puede des- 
truirse por la prueba en contrario. 


Mar territorial 
ARTÍCULO 14 
El mar territorial de los Estados de América se 
extiende hasta la distancia de seis millas marinas, a par- 
tir de la más baja marea. 
Declaraciones generales 
ArtTÍcuLO 15 
Los Estados de América, al establecer los derechos 
enunciados en los artículos precedentes—y que su solida- 
ridad les permite proclamar y mantener—declaran que 


esos derechos no están concebidos con espíritu particula- 
rista. Los Estados de América no desean por ningún con- 


cepto separarse jurídicamente de los Estados de otros 


continentes, en especial del Europeo, con el que están en 
íntima vinculación por toda clase de intereses; por el con- 
trario, desean con la mayor sinceridad que todos los Es- 
tados del mundo adhieran a dichos principios, a fin de 
poderlos proclamar como principios universales del Dere- 
cho Internacional. 


EXRUYECITO NN: 


Proyecto de reglamentación de la neutralidad 
marítima. (1 


CAPITULO PRIMERO 
Declaraciones generales 


ARTÍCULO PRIMERO 


La neutralidad es la situación de los Estados, que du- 
rante una guerra, no toman parte en las hostilidades. 

En lo sucesivo, la neutralidad, y especialmente la ma- 
rítima, se regulará, en consideración principalmente al de- 
recho de los neutrales. Es preciso, sobre todo, salva- 
guardiar la libertad comercial y librar a los neutrales del 
peso y de las cargas inútiles que gravitan sobre ellos por 
la legislación internacional en vigencia. Los lazos de soli- 


(1) Este proyecto fué presentado por el infrascrito al Instituto Americano 
de Derecho Internacicnal en la sesión que celebró en La Habana en 1917, 
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daridad que unen a todos los miembros de la Sociedad de 
las Naciones exigen esta nueva concepción de la neu- 
tralidad. 


Fuentes: (a) Cuarto voto de la segunda Conferencia 
dema taz 

(Bb) Opiniones de los Gobiernos de América 

expresados en la Unión Panamericana, 

en la sesión del 8 de Diciembre de 1914. 

(c) Memorándum del Secretario de Estado, 

señor Lansing, al Instituto Americano 


de Derecho Internacional, de 3 de Enero q 


de 1916. 


ARTÍCULO 2 


En caso de guerra entre dos o más países, el deber de 


los otros Estados es abtenerse de aumentar el número de 


los beligerantes. : 

Si no pueden impedir el conflicto, deben poner en 
juego todos los medios posibles para ponerle término sin 
demora, pues la neutralidad no es solamente un deber de 
imparcialidad con respecto a los beligerantes, igualmente 
respetuosos del derecho, sino también un deber de pacifi- 
cación respecto de la humanidad. 


Fuentes: Tit. II de la primera Convención de La Haya 
para el «Arreglo pacífico de los conflictos 
internacionales». 
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CAPITULO II 
De la Asamblea de los Neutrales 


ARTÍCULO 3 


Para asegurar la libertad del comercio de los neutra- 
les con los beligerantes, tan pronto como se declare una 
guerra, los Estados neutrales del mundo entero se reuni- 
rán en Asamblea, previa invitación del Consejo de Direc- 
ción del Tribunal Permanente de La Haya, (1) con ob- 
jeto de: 

1. Adoptar las medidas necesarias para mantener la 
libertad del comercio y la de navegación de los países neu- 
trales. 

2. Determinar la lista de los objetos que deben con- 
siderarse contrabando de guerra. 

3. Velar especialmente por la observancia de los de- 
rechos y deberes de los neutrales establecidos en el presente 
Proyecto, así como ejercitar las otras atribuciones que 
éste les confiere. 


ARTÍCULO 4 
La Asamblea de los Neutrales se reunirá en el Palacio 
de la Paz de La Haya, a menos que el Consejo indique 


otro lugar. 


(1) Téngase presente que este Proyecto fué redactado en 1917, 
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Los beligerantes serán invitados a hacerse representar 
y tendrán voz y voto en la reunión. 

Las resoluciones de la Asamblea se adoptarán por ma- 
yoría de votos y obligarán a la minoría. 


ARTÍCULO 5 


En casos graves, la Asamblea podrá autorizar medidas 
de rigor contra el beligerante o contra los neutrales que 
se nieguen a respetar los derechos y los deberes de la neu- 
tralidad.* 

/ Estas medidas podrán ser las mismas que puede em- 
plear la Unión Continental o Consejo de Conciliación (1). 


a 


(1) El art. 4.2 del Proyecto de creación de una «Unión Continental o Con- 
sejo de Conciliación» redactado también en 1917, dice: 

«El Consejo velará porque las leyes internacionales se apliquen y observen 
correctamente, tomando, a solicitud de partes, medidas adecuadas contra los que, 
de evidente mala fe, violaren estas leyes, o rehusaren ejecutar una sentencia ar- 
bitral o las resoluciones que el Consejo hubiera decidido hacer obligatorias. 

Estas medidas podrán ser de carácter moral, político, material, económico, y, 
en último término, el empleo de la fuerza armada. 

La sanción de carácter moral consiste en la reprobacion pública. 

La sanción de carácter político, en la ruptura de las relaciones diplomáticas 
de todos los países contra el infractor. 

La de carácter material, consiste en la imposición de multas o indemnizacio- 
nes; y 

Las de carácter económico, podrán ser la confiscación total o parcial de los bar- 
cos de comercio, dinero u otros efectos que el Estado ofensor posea o tenga en los 
otros países que formen parte del Consejo; la prohibición a todos los países de 
facilitarle los medios de contratar empréstitos o darle cualquiera otra ayuda pe- 
cuniarias; el boycoteo comercial y los bloqueos pacíficos. 

Las sanciones deberán adoptarse en el orden que queda indicado y la fuerza 
armada se empleará sólo en último lugar, cuando se haya recurrido, infructuosa- 
mente a todos los otros medios. Esta intervención podrá ser colectiva o confiada 
a uno o varios Estados que obrarán a nombre de los otros.» 
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ARTÍCULO 6 


La Asamblea de los Neutrales podrá dividirse en tantas 
comisiones como juzgue necesario, designándose una es- 
pecialmente para conocer de las indemnizaciones pecunia- 
rias a que se hace referencia en el presente Proyecto. 


Fuentes: Las disposiciones de este título son nuevas 
en el derecho de la neutralidad, pero indis- 
pensables para mantener y hacer respetar de 
una manera eficaz los derechos de los neu- 
trales, in primordial del presente Proyecto. 
La gran guerra ha demostrado cuán necesa- 
rio es que Jos neutrales se unan en la defensa 
de sus derechos; y la opinión emitida por los 
diversos gobiernos de América, especialmente 
las expresadas en la Unión Panamericana en 
la sesión de 8 de Diciembre de 1914, de- 
muestran que es en este sentido en el que 
debe orientarse esta materia en el porvenir. 

Creemos que es necesario evitar, en 
cuanto sea posible, las ligas de Estados 
de carácter universal, como el proyecto de 
«League to Enforce Peace», porque no todos 
pueden tener el mismo interés en un asunto 
determinado; pero, en materia de neutra- 
lidad, todos los Estados tienen igual interés 
en que los derechos de los neutrales sean res- 
petados. Es, pues, posible y deseable esta- 
blecer una liga universal con tal objeto. 
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CAPITULO III 


De la libertad de comercio en tiempo de guerra 
ARTÍCULO 7 


Queda absolutamente prohibido el bloqueo comercial, 
por cualquier medio que sea, de los puertos de los belige- 
rantes O de zonas marítimas que bañan sus costas. 


Fuentes: (a) Necesidad de proteger el comercio de 
los neutrales. 

(0) Deseos expresados por todos los Esta- 

dos de América durante el curso de la 
gran guerra. 


ARTÍCULO 8 


La propiedad privada es inviolable en el mar. Los 
barcos mercantes, tanto de los beligerantes como de los 
neutrales, no estarán en ningún caso sujetos a confiscación 
y menos aún podrán ser echados a pique, por cualquier mo- 
tivo o pretexto que sea. 

51 dichos buques llevan contrabando de guerra, éste 
podrá ser confiscado o destruído por el captor. 


Fuentes: (a) Doctrina tradicional de los Estados 
Unidos que ha obtenido en la Confe- 
rencia de la Paz de 1907, un gran nú- 
mero de votos. 
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(b) Necesidad imperiosa para los Estados 
de América de proteger su comercio en 
barcos extranjeros que, como en el con- 
flicto pasado, pertenezcan a los belige- 
rantes, y cuya confiscación les causa 
enormes perjuicios. 


ARTÍCULO 9 


El derecho de visita queda abolido. 
| Las autoridades locales de cada país, visarán los do- 
cumentos de a bordo de los barcos mercantes que partan 
de dicho país con destino a un puerto beligerante, certifi- 
cando la especie de mercadería que conduce. 

Los navíos de los países en guerra no podrán detener 
a los buques mercantes neutrales o que pertenezcan a otro 
beligerante sino para exigirles la exhibición de los docu- 
mentos indicados en el párrafo anterior. 

Si a pesar de la regularidad de dichos documentos, el 
barco beligerante insiste en hacer la visita, y de ella resul- 
ta que el buque no lleva contrabando de guerra, el visita- 
dor podrá ser condenado a pagar al barco visitado una mul- 
ta que fijará la Asamblea de los Neutrales; pero si lleva 
contrabando el país a que pertenezcan las autoridades que 
visaron el falso pasaporte puede ser condenado a pagar 
la indemnización que fijará también dicha Asamblea. 

Si los barcos no llevaren los documentos debidamen- 
te visados, podrán ser visitados de acuerdo con la práctica 
internacional que se sigue en la actualidad, sin indemni- 
zación. 


Fuentes: La extensión de los derechos de los neutra- 
les, consagrados en los artículos 7, 8 y 9, es 
el mejor medio de hacer las guerras Casi im- 
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posibles. Los beligerantes no podrán, en lo 
sucesivo, hacer la guerra en el mar sino li- 
brando combates con los barcos de guerra 
del adversario. 

Con la proclamación de la inviolabilidad 
de la propiedad privada en el mar, no habrá 
más guerra submarina contra los buques mer- 
cantes; y con la abolición del bloqueo, del 
derecho de captura y de visita, las dispos- 
siciones de los artículos 2, 3, 4, 21, 22 y 23 
de la Convención XIII de La Haya y las 
de los capítulos IV al IX de la Declara- 
ción de Londres de 1909, perderán su razón 
de ser. Por igual motivo no se presentará en 
lo sucesivo el problema de los barcos mer- 
cantes armados para su propia defensa. 


ARTÍCULO 10 


Los barcos mercantes de los países beligerantes no 
podrán rehusar el transporte de personas o mercancías de 
uno a otro puerto neutral bajo el pretexto de que pertene- 
cen a una nación con la cual su país está en guerra. 

Se exceptúan las personas que por su edad o su situa- 
ción se encuentren en estado de servir a su patria y que 
pueda suponerse que se dirigen a alistarse en los ejércitos 
enemigos del país a que pertenece el barco. 


Fuentes: Las mismas consideraciones anteriores. Pro- 
testas y medidas tomadas por el Gobierno 
de los Estados Unidos contra la «lista ne- 
gra» de los países beligerantes. 


Las disposiciones del párrafo 2 se explican 
fácilmente. | 
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ARTÍCULO 11 


La correspondencia postal, tanto oficial como priva- 
da, de los neutrales o de los beligerantes, encontrada en 
un barco neutral o enemigo, es inviolable. No podrá ser 
- secuestrada ni aún bajo el pretexto del derecho de policía de 
los barcos de guerra sobre los navíos mercantes de su pro- 
pia nacionalidad. 


Fuentes: (a) Las mismas consideraciones anteriores. 

Art. 1." de la Convención X1 de La Haya, 
de 1907. 

(0) Protesta del Gobierno de los Estados 
Unidos contra Inglaterra. 

(c) Protesta del Gobierno de Chile contra 
el mismo país. (Asunto del crucero 
«Glasgow»). 


GAPLTULOIM 
Deberes y derechos de los beligerantes 


ARTÍCULO 12 


Los beligerantes están obligados a respetar los dere- 
chos de las potencias neutrales y a abstenerse en el territo- 
rio o en las aguas de éstos de todos aquellos actos que 
constituyan de parte de los países que los toleran una in- 
fracción de su neutralidad. 


Fuentes: Art. 1. de la Convención XIII de La Haya. 
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ARTÍCULO 13 


Se prohibe a los beligerantes hacer de los puertos o 
aguas neutrales bases de operaciones navales contra sus 
adversarios, y principalmente, instalar en ellos estaciones 
radiotelegráficas o cualquier otro aparato destinado a ser- 
vir de medio de comunicación con las fuerzas beligeran- 
tes de mar o de tierra. 


Fuentes: Art. 5 de la Convención XIII de La Haya. 


ARTÍCULO 14 


En cuanto a la estadía, avituallamiento .y aprovisio- 
namiento de los barcos beligerantes en los puertos, radas 
y aguas jurisdiccionales neutrales, debe distinguirse entre 
barcos de guerra y mercantes. 

Las disposiciones que siguen, relativas a los navíos 
de guerra, se aplican igualmente: 

1. A los navíos auxiliares ordinarios. 

2. A los barcos mercantes transformados en buques 
de guerra, conforme a la Convención VII de La Haya. 

3. A los navíos mercantes de los beligerantes que 
presten asistencia continua u ocasional a los buques de 
guerra de su país, sin haber sido transformados en auxilia- 
res, conforme a dicha Convención. 

4. A los barcos neutrales que presten asistencia con- 
tinua u ocasional a los buques beligerantes. | 

Y las disposiciones que siguen, relativas a los barcos 
mercantes, se aplican igualmente a los navíos que han sido 
buques auxiliares, pero que se han transformado de nuevo 
en barcos mercantes de acuerdo con el artículo 19. 


A 
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Fuentes: El motivo que hay para asimilar los barcos 
: indicados en los párrafos 3 y 4, a los buques 
auxiliares, es que prestan una ayuda eficaz 
a los navíos de guerra y les permiten conti- 
nuar sus operaciones navales. Esta clasifi- 
cación de los barcos ha sido hecha según los 
diversos Casos. que se han presentado en 
Chile durante la gran guerra europea. 


ArtTÍCULO 15 


Los barcos de guerra de los beligerantes no tendrán 
acceso a los puertos, radas o aguas territoriales de los Es- 
tados neutrales, salvo el caso de fuerza mayor debidamente 
justificada. > | 
-. No podrán reparar allí sus averías sino en la medida 
indispensable para la seguridad de su navegación. La 
autoridad neutral comprobará la naturaleza de las repara- 
ciones que deben efectuarse, y que se ejecutarán con la 
mayor rapidez posible, debiendo el barco dejar el puerto 
-cuando cese la fuerza mayor. Pio! 

Se prohibe especialmente a dichos barcos de guerra, 
renovar o aumentar sus aprovisionamientos militares, sus 
“armamentos y tripulaciones. | 
La necesidad de avituallamiento, de combustible o 
de aprovisionamiento no es causa de fuerza mayor que auto- 
rice a un barco de guerra para entrar en los puertos, radas 
o aguas jurisdiccionales de las potencias neutrales. 


Fuentes: (a) La disposición capital de este artículo 
contenida en el primero y en el. último 
inciso, es una aplicación del derecho re- 


e conocido enlos artículos 9 y 14 dela Con- 


vención XIII de La Haya. Esta disposi- 
ción deberá establecerse en lo sucesivo 
(8) 
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como regla general, a fin de librar a 
los neutrales de las cargas y molestizs 
que les causan siempre la presencia 
de barcos de guerra beligerantes en 
tiempos de guerra. Los incisos 2 y 3 se 
han tomado de los artículos 17 y 18 
de la Convención XIII de La Haya. 

(b) Las reglas cortenidas en este artículo 
hacen inútiles las disposiciones de los 
articulos 11, 12, 15, 16, 19 y 20 de di- 
cha Convención XIII. 


ArtícuLo 16 


Los barcos mercantes de los beligerantes podrán 
aprovisionarse de carbón y avituallarse en los puertos neu- 
trales, en las condiciones que la autoridad local haya es- 
tablecido especialmente o, a falta de disposiciones espe- 
ciales, en la misma forma que para el avituallamiento en 
tiempo de paz. 


Fuentes: La disposición de este artículo tiene por ob- 
jeto llenar el vacío que existía en esta ma- 
teria en la Convención XIII de La Haya, y 
que, durante la gran guerra, ha sido cau- 
sa de numerosas dificultades en el aprovi- 
sionamiento de los barcos mercantes de los 
beligerantes. 


ArtTÍCULO 17 


Si se comprobare que un barco mercante, que se ha 
aprovisionado de carbón o avituallado en un puerto neu- 
tral, ha cedido todo o parte de sus provisiones a un buque 
de guerra beligerante en las aguas territoriales del país,o 
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fuera de ellas, no se le suministrará combustibles ni provi- 
siones en ese país a barco alguno de la Compañía a que per- 
tenezca el que cometió la infracción. 


Fuentes: La disposición de este artículo tiene por ob- 
jeto cortar de raíz los abusos de los barcos 
mercantes, que prevalidos de esta calidad, 

0 se aprovisionan en los puertos neutrales, £: 
fin de aprovisionar a su vez a los barcos 
de guerra de su país. Esta disposición está 
tomada del decreto del Gobierno de Chile 
de 15 de Diciembre de 1914, sobre el aprovi- 


sionamiento de buques beligerantes en las 
aguas territoriales del país. 


ARTÍCULO 18 


Si se sospecha, por preparativos o por otra circuns- 
tancia, que un barco mercante puede suministrar a los 
buques de guerra de su país las provisiones que pide, 

la autoridad local podrá, según las circunstancias, consi- 
_derarlo navío auxiliar y rehusarle en esta calidad todo 
aprovisionamiento, o exigir al agente de la Compañía a 
que pertenezca el buque una fianza que garantice que éste 
no ayudará ni favorecerá a ningún navío de los belige- 
rantes. 

Cuando un barco se haga sospechoso, el caso deberá 
comunicarse inmediatamente a todos los demás países 
por medio de la Asamblea de los Neutrales. Deberá hacer- 
se así sobre todo cuando el navío haya dejado furtivamente 


un puerto del país. 
Fuentes: En lo que concierne a las diversas circuns- 


| tancias que pueden hacer sospechoso un 
4 barco mercante, circunstancias que se han 


116 "ALEJANDRO ÁLVAREZ 


presentado principalmente en las aguas Ju- 
risdiccionales de Chile, véase Alvarez. «La 
Grande Guerre Européenne et la Neutra- 
lité du Chili», (París, 1915), página 292 a 
294). 


ARTÍCULO 19 


Los buques auxiliares de los beligerantes, transfor- 
mados de nuevo en barcos mercantes, serán admitidos en 
tal carácter en los puertos neutrales, a condición de: 

1. Que el navío nuevamente transformado no haya 
violado la neutralidad del país a que llegue; 

2. Que la nueva transformación se haya realizado 
en los puertos o aguas jurisdiccionales del país a que per- 
tenezca el buque o en los puertos de sus aliados; 

3. Que la transformación sea efectiva, es decir, que 
el barco no revele ni en su tripulación ni en sus instalacio- 
nes que pueda prestar a la flota armada de su país servi- 
cios en Calidad de auxiliar, como lo hacía anteriormente; 

4.” Que el Gobierno del país a que pertenezca el buque 
comunique a todas las naciones interesadas, por medio de 
la Asamblea de los Neutrales, los nombres de los barcos 
auxiliares que hayan perdido esa calidad para recobrar la 
de mercante; y 

5. Que el mismo gobierno se comprometa a que di- 
chos barcos no se destinen nuevamente al servicio de la 
flota armada en calidad de auxiliares. | 


Fuentes: (a) Esta cuestión de la retransformación de 
barcos auxiliares en buques mercan- 
tes no había sido resuelta, ni por la Se- 
gunda Conferencia de la Paz de La 
Haya, ni por la Conferencia Naval de 
Londres. La delegación austriaca había 
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presentado sobre esta materia a esas 
Conferencias un proyecto contrario a 
la retransformación, pero no fué admi- 
tido por la Conferencia Naval de Lon- 
dres, a pesar de haber obtenido nume- 
rosas adhesiones. La cuestión quedó, por 
lo tanto, en suspenso. En lo sucesivo, 
será necesario resolverla en sentido favo- 
rable a la retransformación, porque así 
conviene al comercio de los neutrales, 
(0) Las condiciones de la retransformación 
aquí expresadas son las que ha señala- 
do el Gobierno de Chile el 4 de Febrero 
de 1915, en su constestación al Gobier- 
no británico. Este preguntaba si los bar- 
cos mercantes que habían servido de 
carboneros a las órdenes del Almiran- 
tazgo inglés, continuarían siendo consi- 
derados en Chile como barcos auxiliares, 
aunque hubieran cesado en el servicio 
mencionado, para volver al normal y 
habitual de barcos mercantes. 


ARTÍCULO 20 


Los aeroplanos, dirigibles o aeronaves de los países 
beligerantes no podrán volar sobre el territorio o el mar 
jurisdiccional de las potencias neutrales. La infracción da 
lugar a la confiscación del aparato, si es posible, y en todo 
caso a una multa o indemnización que determinará la Asam- 
blea de los Neutrales. 
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CADLEULOOV 


Derechos y deberes de los neutrales 


ARTÍCULO 21 


En la guerra es preciso distinguir entre los actos de 
asistencia que emanan de los Estados neutrales y los actos 
de comercio que procedan de los individuos de dichos Es- 
tados; únicamente los primeros son contrarios a la neutra- 
lidad. 

El envío, por cualquier título que fuere, hecho direc- 
ta o indirectamente por una potencia neutral a una beli- 
gerante, de barcos de guerra, de municiones o de cualquier 
otro material de guerra, queda prohibido. 


Fuentes: El segundo párrafo es el Art. 6 de la Con- 
vención XIII de La Haya. 


ARTÍCULO 22 


Si una potencia neutral, avisada del rompimiento de 
las hostilidades, tiene noticias de que un barco de guerra 
beligerante se encuentra en uno de sus puertos, radas o en 
sus aguas territoriales, notificará a dicho barco que debe 
partir dentro de veinticuatro horas, o en el plazo prescri- 
to por la ley local. 


Fuentes: Es el art. 13 de la Convención XIII de La 
Haya. 
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ARTÍCULO 23 


Los gobiernos neutrales están obligados a usar de los 
medios de que puedan disponer para impedir, en su terri- 
torio, el equipo o armamento de todo barco que se tenga 
motivo razonable para creerlo destinado a tomar parte en 
operaciones bélicas contra una potencia con la cual está 
en paz. Están obligados también a tener la misma vigilancia 
para impedir la partida desde su territorio de todo buque 
destinado a tomar parte en las operaciones bélicas, y que 
haya sido en su territorio adaptado, en todo o en parte, a 
los fines de la guerra. 


Fuentes: Es el art. 8 de la Convención XIII de La 
Haya. 


ARTÍCULO 24 


Una potencia neutral no está obligada a impedir la ex- 
portación o el tránsito, por cuenta de uno u otro de los be- 
ligerantes, de armas, de municiones y en general de todo lo 
que pueda ser útil a un ejército o armada. S 


Fuentes: Es el Art. 7 del Convención XIII y el Art. 7 
de la V.* Convención de La Haya. 


ARTÍCULO 25 


Todo gobierno neutral debe impedir en su territorio 
que los agentes de los gobiernos beligerantes procedan al 
alistamiento de sus nacionales y principalmente a que sean 


llamado bajo pena de deserción. 
Pero no debe prohibir la salida voluntaria de los na- 
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cionales de los Estados beligerantes, aunque partan mu- 
chos a la vez. 

Los gobiernos neutrales podrán prohibir, sin embargo, 
la salida voluntaria, para alistarse en el ejército de uno 
de los beligerantes, a las personas que, siendo nacionales 


suyos, lo son también de uno de los países beligerantes, 


salvo si declaran que, al alistarse, tienen la intención de 
perder la nacionalidad del país de donde parten. 


Fuentes: Estas disposiciones tienen por objeto cortar 
los abusos sinnúmero que han cometido en 
los países de nuestro continente las personas 
de doble nacionalidad, es decir, los nacio- 
nales de un país beligerante que lo son tam- 

- bién del país en que residen, y que dejando 
este último con pasaporte de la autoridad 
local, van a incorporarse a las fuerzas de uno 
de los beligerantes, comprometiendo así la 
fe de las autoridades que le han otorgado 
sus pasaportes. 


ARTÍCULO 26 


El uso en tiempo de guerra del telégrafo o cable de las 
potencias neutrales por los nacionales de los países belige- 
rantes, estará sujeto a las medidas que dicte la autoridad 
local. | 


ARTÍCULO 27 


Toda potencia neutral está obligada a ejercer la vi- 
gilancia que le permitan los medios de que pueda disponer 
a fin de impedir en sus puertos, radas o aguas cualquiera 
violación de la neutralidad. 
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Fuentes: Es el art. 25 de la Convención XIII de La Ha- 
ya que tiene capital importancia, pues la obli- 
gación de vigilancia de cada país debe depen- 
der exclusivamente de los recursos de que 
disponga; y no estarán obligados a una vi- 
gilancia continua los países que, como los 
de la América latina, tienen una gran ex- 
tensión de costa, que hace esta vigilancia im- 
posible. 


ARTÍCULO 28 


Los barcos de guerra o mercantes de los beligerantes 
que entren a los puertos, radas o aguas jurisdiccionales de 
de un país neutral, sin tener derecho a ello, de acuerdo con 
las disposiciones de este Provecto, podrán ser interna- 
dos por orden del gobierno de dicho país. se 

Se considera internado un navío desde el momento que 
reciba la orden de la autoridad local neutral, aunque se 
haya interpuesto una petición de reconsideración por parte 
del buque infractor. 


« 


Fuentes: (a) La disposición del párrafo primero está 
de acuerdo con el art. 24 de la Con- 
vención XIII de La Haya. 

(b) La disposición del párrafo segundo tiene 
por objeto poner fin a esta cuestión que 
se ha presentado al gobierno de Chile 
durante la gran guerra. 


ARTÍCULO 29 


El internamiento de un barco y de su tripulación debe 
hacerse en el lugar y modo que el país neutral estime cón- 
veniente: --. -.* 

El internamiento se hará a costa del barco infractor. 


122 . ALEJANDRO ÁLVAREZ 


El país que interne un navío, no es responsable de los 
daños sufridos por dicho navío, salvo el caso de falta grave 
que le sea imputable. 


Fuentes: (a) La disposición del párrafo primero deja 
a las autoridades locales el determinar 
las condiciones en que deba hacerse la in- 
ternación; la práctica ha demostrado 
que no es necesario establecer reglas 
fijas a este respecto. 

(0) Las disposiciones de los párrafos dos y 
tres tienen por objeto reglamentar una 
materia que no lo ha sido por la Conven- 
ción XIlI de La Haya, y cuya necesidad 
se ha hecho sentir en la gran guerra. 


ARTÍCULO 30 


Cuando un buque que lleve mercancías deba ser in- 
ternado en país neutral, se procederá al desembarco de las 
que estén destinadas a dicho país y al trasbordo de las que 
vayan a otros. 


Fuentes: Las mismas del artículo precedente. 


ARTÍCULO 31 


Si a consecuencia de operaciones navales fuera de las 
aguas jurisdiccionales de un país, hubiera muertos o heri- 
dos en los buques beligerantes, podrá enviarse al lugar del 
siniestro barcos hospitales bajo el control y la vigilancia 
del gobierno neutral, gozando dichos buques de una invio- 
labilidad absoluta durante el tiempo que dure su misión. 

Los heridos o náufragos no serán internados, sino 
puestos en libertad lo más pronto posible. 
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Fuentes: (a) Las disposiciones del párrafo primero 
se refleren a un vacío que existe en la X 
Convención de La Haya, y Cuyo caso 
práctico se ha presentado en Chile en 
el combate naval que se efectuó entre 
barcos de guerra ingleses y alemanes, el 
1.o de Noviembre de 1914, en los alrede- 
dores de la Isla Santa María, pero en 
alta mar. | 

(0) La disposición del párrafo dos tiene por 
objeto librar a los neutrales de la carga 
onerosa de un internamiento sin mo- 
tivo suficiente. 


MABELULO VI 


Del cumplimiento y de las sanciones de las leyes 


de la neutralidad y de la beligerancia 


ARTÍCULO 32 


El beligerante que viole el derecho de los neutrales 
establecido en este Proyecto o por la Asamblea de los 
mismos, deberá pagar al Estado interesado una indemni- 
zación pecuniaria que se fijará por la Asamblea. 

Cuando un beligerante haya cometido al mismo tiempo 
y respecto de un mismo país varias infracciones de la neu- 
tralidad, cada una de ellas deberá ser indemnizada sepa- 
radamente. 

La Asamblea de los Neutrales regulará la forma de 
pago de la indemnización y, si fuere necesario, las medi- 


Ml das y procedimientos que puedan arbitrar los neutrales 
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para hacerse pagar la suma debida por el beligerante in- 
fractor. 


Fuentes: ¡La indemnización pecuniaria parece la me- 
jor sanción y la más eficaz contra la infrac- 
ción de las leyes de la neutralidad. 


ARTÍCULO 33 


En caso de guerra, las autoridades locales de los países 
neutrales están encargadas especialmente de: 

1.? Velar por la observancia, en el territorio del país, 
de las resoluciones de la Asamblea de los Neutrales. 

2.2 Resolver provisionalmente las controversias de 
carácter urgente que puedan nacer entre los beligerantes 
y el país en que residan las autoridades, y en particular, 
las que se refieran al internamiento de buques, sin perjJui- 
cio de lo que se disponga en definitiva por las mismas auto- 
ridad EN a AA ES 

3. Visar los documentos de a bordo de los barcos 
mercantes que salgan de puertos del país. Esos documen- 
tos servirán para atestiguar la naturaleza de las mercan- 
cías que lleva el buque, a fin de liberarlos del derecho de 
visita, en conformidad al artículo 9. 

4.” Decidir sobre las solicitudes de embarque, en un 
buque mercante de país en guerra, de nacionales de otro 
u otros países beligerantes, conforme al artículo 10. 


Fuentes: La práctica ha demostrado la necesidad de 
que, en ciertas materias, las autoridades 
locales procedan rápidamente, sin perjui- 
cio de una resolución definitiva posterior. 
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ARTÍCULO 34 


La Asamblea de los Neutrales a que se refiere el Ca- 
pítulo Segundo de este Proyecto, podrá nombrar comisiones 
de neutrales que vigilen en cada país beligerante la manera 
cómo éstos observan las leyes y usos de la guerra. 

En vista de las informaciones y dictámenes emitidos 
_ por esas Comisiones, dicha Asamblea, a nombre de todos 
los países neutrales, podrá, cuando lo estime conveniente, 
protestar contra la violación de las leyes y usos de la guerra. 


Fuentes: En la gran guerra, se ha visto el especial in- 
terés que tienen los beligerantes en conquis- 
tar la opinión de los neutrales, acusando a 
su adversario de violar las leyes de la gue- 
rra, pero sin que los neutrales hayan tenido 
ningún medio de comprobación. En lo fu- 
turo, es necesario que esas acusaciones se 
hagan por un elemento completamente im- 
parcial, como sería la Asamblea de los Neu- 
trales, que tendría a su disposición antece- 
dentes bastantes para poder juzgar con pleno 
conocimiento de causa. 


PROYECTO N.* 4 


Declaración de Derechos y Deberes de las 
Naciones 


Adoptadas por el Instituto Americano de Derecho 
Internacional en su primera sesión en Wash- 
ington el 6 de Enero de 1916 (1). 


Considerando que la Ley nacional de los Estados ci- 
vilizados reconoce y proteje el derecho de vida, el derecho 
de libertad, el derecho de alcanzar la felicidad, agregado 
por la Declaración de Independencia de los Estados Uni- 
dos de América, el derecho de igualdad legal, el derecho 
de propiedad, por fin, el libre goce de todos estos dere- 
chos; y 

Considerando que estos derechos fundamentales, uni- 
versalmente reconocidos, crean para todos las naciones el 
deber de acatarlos; y 

Considerando que, en conformidad a la filosofía po- 
lítica de la Declaración de Independencia de los Estados 
Unidos y a la práctica universal de las Repúblicas Ameri- 


(1) Esta Delaración ha sido redactada su Presidente, Mr, James Brown Scott, 
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canas, las naciones o gobiernos son considerados como crea- 
ciones del pueblo, cuyos justos poderes emanan del con- 


sentimiento de los gobernados y se han establecido en- 


tre los hombres para procurarles la seguridad y la felici- . 


dad y garantizarles el goce de sus derechos fundamen- 
tales; y 

Considerando que la nación es una persona moral o 
jurídica, creada por la ley y sujeta a la ley como la perso- 
na natural en la sociedad política; y 

Considerando que estimamos que estos derechos fun- 
damentales pueden ser llevados al derecho internacional 
y aplicados a las relaciones de los miembros de la sociedad 
de las naciones entre ellos, exactamente en la misma forma 
de que se les aplica en las relaciones de los ciudadanos o 
de los súbditos que forman la sociedad de las naciones; y 

Considerando que estos derechos fundamentales de 
jurisprudencia nacional, especialmente el derecho de vida, 
el derecho de libertad, el derecho de alcanzar la felicidad, 
el derecho de igualdad ante la ley, el derecho de propie- 
dad y el derecho a hacer acatar dichos' derechos, se ex- 
presa en términos del derecho internacional, por el derecho 
de la nación a la existencia, el derecho de independencia y 
de libertad para desarrollarse sin límites ni control de las 
demás naciones, el derecho de igualdad bajo la ley y ante 
la ley, el derecho al territorio dentro de fronteras determi- 
nadas y a la exclusiva jurisdicción dentro de ese territorio 
y el derecho a hacer acatar estos derechos. fundamenta- 
les; y : 

Considerando que los derechos: y deberes de las na- 
ciones, en razón de su carácter de miembros de la sociedad 
internacional, deben ser ejercidos y cumplidos en confor- 
.midad a las exigencias de su interdependencia mutua ex- 
presada en el preámbulo de la Convención para el arreglo 
pacífico de los conflictos internacionales de la Primera y 


y 


Y 
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Segunda Conferencia Internacional de la Paz en La Haya 
que reconoce la solidaridad que une a los miembros de la 
sociedad de las naciones civilizadas; y 

En consecuencia, el Instituto Americano de Derecho 
Internacional en su primera sesión celebrada en la ciudad 
de Washington, Estados Unidos de América, el 6 de Ene- 
ro de 1916, adopta los seis artículos que siguen; con el 
comentario respectivo, para que sean conocidos como de su 


Declaración de los Derechos y Deberes de 
las Naciones 


1.? Toda nación tiene derecho de existir, de proteger 
y Conservar su existencia, pero este derecho no implica la 
facultad ni justifica el hecho de que un Estado cometa, 
para protegerse o conservar su existencia, actos injustos 
contra Estados inocentes que no hacen ningún mal. 

2. Toda nación tiene el derecho de independencia 
en el sentido de que ella tiene derecho a perseguir la felici- 
dad y de que ella es libre de desarrollarse sin intervención 
ni controles de los demás Estados, siempre que al obrar así, 
no cometa ni intervención, ni violación de los justos dere- 
chos de los otros Estados. 

3. Toda nación es, en derecho y ante el derecho, 
igual a todo otro miembro de la sociedad de las naciones, y 
todos los Estados tienen derecho a proclamar, y, en con- 
formidad a la declaración de Independencia de los Estados 
Unidos, a asumir, en el concierto de las potencias del globo, 
a situación separada e igual a que las leyes naturales y 
ldivinas les dan derecho. 

4. Toda nación tiene el derecho de poseer un terri- 
torio dentro de límites determinados y de ejercer una ju- 
risdicción exclusiva dentro de su territorio, así como sobre 


todas las personas extranjeras que en él se encuentran. 
(9) 
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5. Toda nación que goza de un derecho en virtud 
de la ley de las naciones, tiene el derecho de verlo respeta- 
do y protegido por todas las demás naciones, por que el 
derecho y el deber son 'correlativos y que, donde hay un 
derecho todos tienen la obligación de acatarlo. 

6. El Derecho Internacional es a la vez nacional e 
internacional; nacional en el sentido de que es ley del país 
y como tal se aplica a la resolución de las cuestiones que 
ponen en juego sus principios; internacional en el sentido 
de que constituye la ley de la sociedad de las naciones y 
como tal se aplica a todas las cuestiones entre los miem- 
bros de la sociedad de las naciones, que ponen en juego sus 
principios. 


A 


Proyecto de declaración de los derechos y 
deberes de los Estados y de las Naciones 


E 
Derechos de los Estados 
ARTÍCULO PRIMERO 


Todo Estado tiene derecho de existir, de conservar 
y perpetuar su existencia. 

No puede unirse en su totalidad o en parte a otro 
Estado, o dividirse en varios sino en conformidad a las 
prescripciones que el Derecho Internacional establezca. 


ARTÍCULO 2.” 
te 


Todo Estado es independiente en el sentido de que 
puede desarrollarse libremente y perseguir libremente el 
- bienestar de sus nacionales. 

Ningún Estado ni grupo de Estados puede pretende: 
ejercer una supremacía o hegemonía sobre otros ni inmis- 
cuirse de propia autoridad en el ejercicio, ya sea interior 
o exterior de su poder. 
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ARTÍCULO 3.? 


Todos los Estados son jurídicamente iguales. 

La igualdad de derecho no implica una participación 
igual en la administración común de los intereses inter- 
nacionales. 

Esta participación depende de las condiciones de ap- 
titud material y moral que determine el Derecho Interna- 
cional. 


g II 
Derechos de las Naciones 


ARTÍCULO 4.2 


Toda nación histórica tiene, desde que ha alcanzado 
cierto grado de civilización y posee una extensión de te- 
tritorio, el derecho de constituirse en Estado, en conformi.- 
dad a las prescripciones que establece el Derecho Interna- 
cional. 


ARTÍCULO 5.2 


El derecho de las minorías étnicas incorporadas en 
un Estado es materia que depende exclusivamente del De- 
recho Público interno de dicho Estado. 

La Sociedad de las Naciones tiene, sin embargo, la 
facultad de vigilar por que el derecho de dichas minorías 
sea siempre suficientemente protegido. 


y 
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Los emigrantes que residen en un Estado no son mi- 
norías étnicas para el fin de reclamar el goce de los dere- 
chos antes indicados. : 


ARTÍCULO 6.” 


Las aglomeraciones de individuos o los pueblos de 
desarrollo inferior, deben ser conducidos, progresivamente, 
sea mediante el régimen de la colonización o del protecto- 
rado, a un régimen de plena civilización, para constituirse 
en Estados capaces de formar parte de la comunidad inter- 
nacional, 


$ III 
Extensión del Derecho de los Estados 


ARTÍCULO 7.* 


Un Estado no puede, por propia autoridad, invoear 
ningún derecho ni hacer valer ningún motivo para violar 
o desconocer los derechos de los otros Estados. 

La determinación de los derechos de los Estados se 
rige por el Derecho Internacional, en conformidad a la 
noción del deber internacional, de la solidaridad y del 


interés general. 


134 ALEJANDRO ALVAREZ 


gs IV 
Deberes de los Estados 
ARTÍCULO 8." 


En virtud de la solidaridad, los Estados tienen entre 
ellos y con respecto a la Sociedad de la cual for- 
man parte, deberes de carácter jurídico, sancionados por 
el Derecho Internacional y de carácter moral, sancionados 
por la opinión pública. 


Deberes Jurídicos 
ARTÍCULO 9.2 


Con el fin de mantener y desarrollar entre ellos la 
confianza recíproca, los Estados deben en especialmente: 

a) Mantener sin secreto las relaciones internacionales 
fundándolas en bases de justicia; 

b) Observar rigurosamente las prescripciones del De- 
recho Internacional, reconocidas en lo sucesivo como re- 
ela de conducta efectiva de los Gobiernos; 

c) Respetar escrupulosamente todas las obligaciones 
derivadas de los Tratados; 

d) Unir sus esfuerzos a fin de evitar las guerras; 

e) No recurrir a las armas antes de haber agotado 
los medios de solución pacífica de los conflictos; 

f) Ejecutar de buena fe las sentencias dictadas por 
los tribunales de arbitraje; 

2) Impedir que sobre su territorio se conspire contra 
el orden o la seguridad interior de otro Estado. 


E 


ES 
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Deberes morales 
ArtícuLo 10 


Los Estados tienen el deber moral de cooperar al 
progreso general de la civilización y en especial de: 

h) Velar por la equitativa condición de los trabaja- 
dores; 

1) Procurar el justo tratamiento de las poblaciones 
indígenas en los territorios sometidos a su administración; 

3) Mantener el orden interno, es decir, la estabilidad 
gubernativa indispensable para el cumplimiento de los 
deberes internacionales; 

k) Colaborar en la organización de los servicios ad- 
ministrativos internacionales y en las cuestiones de carác- 
ter humanitario sanitario; 

l) Inspirarse en sus mutuas relaciones de la idea de 
que unos y otros tiene por misión perseguir solidariamente, 
mediante el progreso, la felicidad de la humanidad. 
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Plan para la codificación del Derecho 
Internacional 


PRIMERA PARTE.—FUENTE DEL DERECHO IÍNTERNA- 
CIONAL.—Extensión de sus reglas: reglas universales, reglas 
continentales, reglas de escuelas, reglas de carácter nacio- 
nal, reglas de civi ización. Interpretación y desarrollo del 
Derecho Internacional, en especial por la Corte Internacio- 
nal de Justicia. Sus sanciones. 


SEGUNDA PARTE.—EL ESTADO. LAs NACIONALIDADES. 
—Nacimiento y Reconocimiento de los Estados. Dominio 
terrestre, marítimo y aéreo. Fronteras. Responsabilidad 
del Estado. 


TERCERA PARTE.—Adquisición de los territorios. Ré- 
gimen colonial. 


CUARTA PARTE.—DERECHOS Y DEBERES FUNDAMEN- 
TALES DE LOS EsTADOS.—Los derechos de las minorías ét- 
nicas. Derechos que derivan de aquellos derechos funda- 
mentales: Jurisdicción. Intervención. Reclamaciones di- 
plomáticas. Protección de los nacionales en el extranjero. 
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QUINTA PARTE.—Se debe establecer las característi- 
cas del DERECHO PÚBLICO INTERNACIONAL de cada Con- 
tinente.—En seguida debiera reglamentarse las diversas 
materias así como las situaciones que tienen un carác- 
ter continental, determinándose las reglas por las cuales 
deben regirse. 


SEXTA PARTE.—DERECHOS INTERNACIONALES DE LOS 
INDIVIDUOS Y DELAS ASOCIACIONES INTERNACIONALES. — 
Ciertos derechos de los individuos y de las Asociaciones 
que, hasta hoy día, dependen casi exclusivamente del dere- 
cho público o privado de cada país, deben, en adelante, 
regirse en parte por el Derecho Internacional: tales son 
las garantías individuales; la personalidad internacional de 
las Asociaciones de derecho público y de utilidad pública; 
la condición de las Asociaciones internacionales; el goce 
de los derechos civiles; la adquisición y la pérdida de la 
nacionalidad.—La condición internacional del Papado. 


, 


SÉPTIMA PARTE.—EL COMERCIO INTERNACIONAL. — 
Debe reglamentarse todo lo que se relaciona con esta 
materia que adquiere cada día mayor desarrollo, en espe- 
cial el libre comercio, el régimen de los barcos de comer- 
cio, etc. 


OCTAVA PARTE.—LIBRE TRÁNSITO INTERNACIONAL. 
Esta materia también asume cada día mayor importancia. 
Se debe reglamentar todo lo que concierne al tránsito in- 
ternacional en todas sus manifestaciones: vías terrestres 
y marítimas, libertad en los mares, navegación de los ríos 
internacionales, régimen de los estrechos, navegación aérea, 
servidumbres internacionales. 
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NOVENA PARTE.—LA ADMINISTRACIÓN INTERNACIO- 
NAL, en especial de ciertas colonias. Territorios neutraliza- 


dos. 


DÉcima PArTE.—UNIONES INTERNACIONALES y otras 
materias comprendidas en lo que se denomina «Derecho 
administrativo internacional». 


UNDÉCIMA PARTE —Legislación obrera internacional. 


Duopécima ParTE.—Debería establecerse los prin- 
cipios generales del Derecho Internacional Industrial, del 
Derecho Internacional Comercial, especialmente en ma- 
teria de sociedades, efectos de comercio, quiebra, etc. 
Igualmente para el Derecho Criminal sobre todo la ex- 
tradición. Debe reglamentarse asimismo las materias que 
hasta ahora dependen del Derecho Civil, pero, que, en 
realidad, tiene un carácter internacional, por ejemplo: 
contratos de colonización, concesiones a sindicatos extran- 
jeros para la explotación de cierta parte del territorio, 
empréstito de Estado con garantía, principalmente hipo- 
tecarias, etc. 


DÉCIMOTERCERA PARTE —Los soberanos. Los agentes 
diplomáticos, los cónsules. 


DÉcIMOCUARTA PARTE.—Todo lo que concierne a los 
convenios entre Estados, especialmente Tratados y Confe- 
rencias Internacionales. 
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DÉCcIMOQUINTA PARTE.—Medios pacíficos de solucio- 
nar los conflictos entre Estados. 


DÉCIMOSEXTA PARTE —Reglas de la guerra terrestre, 
marítima, aérea. 


DÉcIMOSEPTIMA PARTE.—La neutralidad. 
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